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¡Que ningún universitario
se quede sin leer!

El filósofo inglés John Locke expone en este libro su más 
representativa doctrina política. Él explica cómo es que el 
hombre entra en la civilización y cómo, en consecuencia, 
crea formas de ser gobernado para la sobrevivencia de sí 
mismo. Además establece un contrapeso al poder político 
que había en aquellas épocas, equilibro basado en la indivi-
dualidad, el trabajo y la libertad. Locke fue uno de los funda-
dores de la corriente económica inglesa, la cual desarrollaría 
el pensamiento político moderno.

Letras para volar promueve el gusto por leer a través del 
Programa Universitario de Fomento a la Lectura, y pone a tu 
disposición obras emblemáticas del pensamiento y la litera-
tura. Esperamos contagiarte el entusiasmo por las letras.
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Estimado universitario:

Los resultados poco satisfactorios que se han obteni-
do en las pruebas pisa y enlace ponen de manifiesto 
que los estudiantes de nivel medio y superior en todo el 
país tienen dificultades con la comprensión lectora. La 
Universidad de Guadalajara, no ajena a esta realidad, 
decidió crear desde 2010 el Programa Universitario de 
Fomento a la Lectura “Letras para volar”. 

Este programa promueve el gusto por la lectura a la 
par que se propone el desarrollo de la competencia lec-
tora en estudiantes de diversos niveles educativos. Esta 
labor se realiza desde la función sustantiva de extensión 
en la que prestadores de servicio social de nuestra casa 
de estudios acuden semanalmente a escuelas primarias 
y secundarias para fomentar el gusto por la lectura, gra-
cias a lo cual un total de 123,598 niños y jóvenes se han 
visto beneficiados con el programa desde su creación. 

Desde las funciones de investigación y docencia, 
la Universidad de Guadalajara trabaja en favor de los 
jóvenes de nivel medio y superior para consolidar 
la competencia lectora y poner al alcance de los es-
tudiantes la lectura, por tanto, hemos invitado a tres 
universitarios distinguidos a integrarse a este proyec-
to y seleccionar títulos para las tres colecciones que 
llevan su nombre: 
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• Colección Caminante Fernando del Paso
• Colección Hugo Gutiérrez Vega
• Colección Fernando Carlos Vevia Romero

Desarrollar la competencia lectora está no sólo en 
la base de la educación, sino en el apoyo mismo de lo 
que somos como sociedad. Leer en la universidad no 
se debe limitar a los textos escolares; por ello, ponemos 
a disposición de nuestros jóvenes tirajes masivos para 
que desarrollen el entusiasmo por la lectura y la incor-
poren a su vida cotidiana.

¡Que ningún universitario se quede sin leer!

Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla
Rector General

Universidad de Guadalajara
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Presentación
FERNANDO CARLOS VEVIA ROMERO

John Locke (1632-1704) fue el fundador del empiris-
mo y el primero que formuló de manera metódica el 
problema crítico del conocimiento. La obra maestra 
de Locke es su Ensayo sobre el entendimiento humano 
(1690). Como consecuencia de sus opciones políticas 
su vida se vio arrastrada por una serie de acontecimien-
tos vertiginosos.

Para entender esta obra, de la que ofrecemos una 
parte en esta edición, hay que recordar la polémica con 
Filmer y su libro el Patriarca. Este escritor, teórico intran-
sigente del derecho de los reyes, enérgico defensor del 
absolutismo, negaba la igualdad y libertad natural de los 
hombres. Sostenía que a Adán, como padre del género 
humano, le había sido conferido, directamente por Dios 
el poder de gobernar, y de ahí a los patriarcas y a los reyes.

Locke combatió con un análisis minucioso la tesis 
central del absolutismo monárquico, y remontándose a 
un estado anterior a cualquier estructuración política, 
en este Segundo tratado sobre el gobierno. Junto con el 
primero, fueron publicados anónimos en 1690.

La monarquía no se asienta sobre derecho divino. 
La sociedad y el Estado nacen del derecho de naturale-
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za, que coincide con la razón, la cual afirma que sien-
do todos los hombres iguales e independientes “nadie 
debe provocar en los demás ningún daño en la vida, la 
salud, la libertad y las posesiones”.

Algunos comentaristas ingleses dicen que Locke 
fue un hombre tranquilo, moderado y no hay ninguna 
idea que resalte especialmente. Pero me parece que eso 
es confundir el tono educado, respetuoso, de su escri-
tura, con la fuerza de las ideas, que es impresionante. 
Veamos un ejemplo:

Pero si los que dicen que tal doctrina es funda-
mento de rebelión quisieran dar a entender  que tal vez 
ocasionara guerras civiles... decir al pueblo que se tenga 
por suelto de su obediencia cuando se produjeren ilegales 
acometidas contra sus libertades o propiedades... y que por 
lo tanto no podrá ser tal doctrina consentida por destructo-
ra de la paz del mundo, bien pudieran decir entonces, con 
igual fundamento, que los hombres de bien no pueden opo-
nerse a salteadores y piratas, pues de ello se seguiría quizás 
desorden o matanza.
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Capítulo X

De las formas de una república

132. Gozando naturalmente la mayoría en sí misma, 
como se mostró al tratar del ingreso de los hombres en 
el nexo social, de todo el poder de la comunidad, podrá 
aquélla emplearlo entero en hacer leyes para la repú-
blica de tiempo en tiempo, y disponer que tales leyes 
ejecuten los funcionarios por allá designados, y enton-
ces la forma del gobierno será la perfecta democracia; 
o bien puede transferir el poder de hacer leyes a ma-
nos de unos pocos varones escogidos, y sus herederos 
o sucesores, y entonces se tratará de una oligarquía; o 
bien a manos de un solo hombre, y será monarquía ese 
gobierno; y si a él y a sus herederos fue dado, será una 
monarquía hereditaria; y si sólo con carácter vitalicio, 
pero recobrando la mayoría, tras la muerte de él, po-
der exclusivo de nombrar un sucesor, la monarquía será 
electiva. Y así sucesivamente podrán formar con las an-
tedichas otras formas combinadas y mezcladas como lo 
juzguen útil. Y si el poder legislativo fuera en lo inicial 
dado por la mayoría a una o más personas sólo por el 
espacio de sus días, o por cualquier tiempo limitado, 
de suerte que el poder supremo hubiere de revertir a la 
mayoría otra vez, la comunidad, en pos de dicha rever-
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sión, podrá dejarlo nuevamente en las manos de quien 
más guste, constituyendo así una forma de gobierno; 
porque supuesto que tal forma depende del emplaza-
miento del poder supremo, que es el legislativo (pues 
es imposible que un poder inferior pueda prescribir a 
uno que es soberano, o que ninguno sino el supremo 
haga las leyes), según el emplazamiento del poder legis-
lativo, tal será la forma de la república.

133. Por “república” he entendido constantemente 
no una democracia ni cualquier otra forma de gobier-
no, sino cualquier comunidad independiente, por los 
latinos llamada civitas, palabra a la que corresponde 
con la mayor eficacia posible en nuestro lenguaje la de 
república, que expresa adecuadamente tal sociedad de 
hombres, lo que no haría la sola palabra “comunidad”, 
pues puede haber comunidades subordinadas en un 
gobierno, y mucho menos la palabra “ciudad”. Tenién-
dolo en cuenta, y para evitar ambigüedades, pido que 
se me permita usar la palabra república en tal sentido, 
según la usó el mismo rey Jaime, y pienso que esta ha de 
ser su significación genuina, y si a alguien no le gusta, 
dejaré que la trueque por otra mejor.
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Capítulo XI

De la extensión del poder legislativo

134. El fin sumo de los hombres, al entrar en socie-
dad, es el goce de sus propiedades en seguridad y paz, 
y el sumo instrumento y medio para ello son las leyes 
en tal sociedad establecidas, por lo cual la primera y 
fundamental entre las leyes positivas de todas las co-
munidades políticas es el establecimiento del poder 
legislativo, de acuerdo con la primera y fundamental 
ley de naturaleza que aun al poder legislativo debe 
gobernar. Esta es la preservación de la sociedad y, 
hasta el extremo límite compatible con el bien públi-
co, de toda persona de ella. El poder legislativo no 
sólo es el sumo poder de la comunidad política, sino 
que permanece sagrado e inalterable en las manos en 
que lo pusiera la comunidad. Ni puede ningún edicto 
de otra autoridad cualquiera, en forma alguna imagi-
nable, sea cual fuera el poder que lo sustente, alcanzar 
fuerza y obligamiento de ley sin la sanción del poder 
legislativo que el público ha escogido y nombrado; 
porque sin ésta la ley carecería de lo que le es absolu-
tamente necesario para ser tal: el consentimiento de 
la sociedad, sobre la cual no tiene el poder de dictar 
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leyes,1 sino por consentimiento de ella y autoridad 
de ella recibida; así, pues, toda la obediencia, que 
por los más solemnes vínculos se vea el hombre obli-
gado a rendir, viene a dar a la postre en este sumo 
poder, y es dirigida por las leyes que él promulga. Y 
no pueden juramentos ante ningún poder extranjero, 
o poder subordinado doméstico, descargar a ningún 
miembro de la sociedad de su obediencia al poder le-
gislativo que obrare conformemente a su cometido, 

1 “El poder legítimo de hacer leyes que obliguen a enteras so-
ciedades políticas de hombres pertenece tan propiamente a 
las mismas sociedades enteras, que en cualquier príncipe o 
potentado, de cualquier especie, por encumbrado que fuera 
en la tierra, el ejercicio de dicho poder por sí mismo, y no 
por comisión expresa, inmediata y personalmente recibida 
de Dios, o bien por autoridad derivada, en los comienzos, del 
consentimiento de aquella sociedad sobre cuyas personas 
impusiere leyes, no es más que pura tiranía. No es, pues, ley 
lo que la aprobación pública no hizo tal.” Hooker (Eccl. Pol., 
lib. I, s. 10). “Sobre este punto debemos, pues, advertir que 
tales hombres no tienen naturalmente pleno y perfecto po-
der de mandar a enteras muchedumbres políticas, de suerte 
que si totalmente faltare nuestro consentimiento no podría-
mos vernos sojuzgados por hombre alguno viviente. Y en ser 
mandados se entiende que consentimos si la sociedad de que 
formamos parte hubiera en algún tiempo consentido, sin re-
vocar luego tal consentimiento por acuerdo de igual univer-
salidad. Las leyes humanas, pues, sean de la especie que fue-
ran, no sirven sino por consentimiento.” Hooker (Eccl. Pol.).
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ni obligarle a obediencia alguna contraria a las leyes 
de esta suerte promulgadas, o mas allá del consenti-
miento de ellas, por ser ridículo imaginar que alguien 
pueda estar finalmente sujeto a la obediencia de cual-
quier poder en la sociedad que no fuera el supremo.

135. Aunque el poder legislativo, ya sito en uno o 
en varios, ya de continuo en existencia o sólo a interva-
los, sea el sumo poder de toda república, en primer lu-
gar, ni es ni puede ser en modo alguno, absolutamente 
arbitrario sobre las vidas y fortunas de las gentes. Pues 
no constituyendo sino el poder conjunto de todos los 
miembros de la sociedad, traspasado a una persona o 
asamblea que legisla, no acertará la entidad de este po-
der a sobrepujar lo que tales personas hubieran tenido 
en estado de naturaleza antes que en sociedad entra-
ran, y traspasado luego a la comunidad. Porque nadie 
puede transferir a otro más poder del que encerrare en 
sí, y nadie sobre sí goza de poder absoluto y arbitrario, 
ni sobre los demás tampoco, que le permita destruir su 
vida o arrebatar la vida o propiedad ajena. El hombre, 
como se probó, no puede someterse al poder arbitrario 
de otro; y no teniendo en el estado de naturaleza ar-
bitrario poder sobre la vida, libertad o posesión de los 
demás, sino sólo el que la ley de naturaleza le diera para 
la preservación de sí mismo y el resto de los hombres, 
éste es el único que rinda o pueda rendir a la república, 
y por ella al poder legislativo; de suerte que éste no lo 
consigue más que en la medida ya dicha. Está ese poder, 
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aun en lo más extremado de él, limitado al bien público 
de la sociedad.2 Poder es sin más fin que la preserva-
ción, sin que por tanto pueda jamás asistirle el derecho 
de destruir, esclavizar o deliberadamente empobrecer a 
los súbditos; las obligaciones de la ley de naturaleza no 
se extinguen en la sociedad, sino que en muchos casos 
ganan en propincuidad, y mediante las leyes humanas 
traen anejas penas que obligan a su observación. Así, la 
ley de naturaleza permanece como norma eterna ante 
todos los hombres, legisladores o legislados. Las reglas 

2 En dos fundamentos se sustentan las sociedades públicas: uno 
es la inclinación nativa por la cual todos los hombres desean 
vida sociable y acompañada; el otro es un orden, expresa o se-
cretamente convenido, el relativo al modo de unión en su vida 
conjunta. El postrero es el que llamamos ley de una república, 
alma cierta de un cuerpo político, cuyas partes son por la ley 
animadas, mantenidas en unidad y puestas en movimiento 
para las acciones que el bien común requiere. Las leyes polí-
ticas, concertadas para el orden exterior y metódico gobierno 
de los hombres, nunca serán, como debieran, eficazmente 
ajustadas a menos que presupongan que el albedrío humano 
es interiormente obstinado, rebelde y adverso a toda obedien-
cia hacia las leyes sagradas de su naturaleza; en una palabra, a 
menos que presupongan que el hombre, por lo que toca a su 
mente depravada, es poco mejor que un animal salvaje; y de 
acuerdo con ello y a pesar de ello, de tal suerte deben ordenar 
sus actos exteriores que éstos no estorben el bien común, para 
el que fueron las sociedades instituidas. Como no hagan tal, 
no serán perfectas.” Hooker (Eccl. Pol., lib. I, s. 10).
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que los primeros establecen para las acciones de los res-
tantes hombres deberán, lo mismo que las acciones del 
legislador y las de los demás, conformarse a la ley de 
naturaleza, eso es a la voluntad de Dios, de que ella es 
manifestación; y siendo ley fundamental de la natura-
leza la preservación de la humanidad, ninguna sanción 
humana será contra ella buena o valedera.

136. En segundo lugar, la autoridad legislativa 
o suprema no sabrá asumir por sí misma el poder de 
gobernar por decretos arbitrarios improvisados, antes 
deberá dispensar justicia y decidir los derechos de los 
súbditos mediante leyes fijas y promulgadas3 y jueces 
autorizados y conocidos. Pues por ser no escrita la ley 
de naturaleza, y así imposible de hallar en parte alguna, 
salvo en los espíritus de los hombres, aquellos que por 
pasión o interés malamente la adujeran o aplicaran, no 
podrán ser con facilidad persuadidos de su error don-
de no hubiera juez establecido; y así no nos sirve debi-
damente para determinar los derechos y demarcar las 

3 Las leyes humanas son medidas a la hechura de los hom-
bres, cuyas acciones deben dirigir, aunque tales medidas 
tienen también normas superiores que las determinen, y 
éstas son la ley de Dios y la ley de la naturaleza; de suerte 
que las leyes humanas deben ser hechas según las leyes ge-
nerales de ésta, y sin contradicción con respecto a ninguna 
ley positiva de las Escrituras; de otra suerte estarían mal he-
chas.” Hooker (Eccl. Pol., lib. III, s. 9). “Obligar a los hom-
bres a algo inconveniente parece sinrazón.” (Ibid. 1, 10)
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propiedades de quienes viven debajo de ella, especial-
mente cuando cada cual es de ella juez, intérprete y eje-
cutor, y eso en caso propio; y el asistido por el derecho, 
no disponiendo por lo común sino de su solo vigor, ca-
rece de la fuerza necesaria para defenderse de injurias 
o castigar a malhechores. Para evitar inconvenientes 
tales, que perturban las propiedades de los hombres 
en su estado de naturaleza, únense éstos en sociedades 
para que puedan disponer de la fuerza unida de la com-
pañía entera para defensa y aseguramiento de sus pro-
piedades, y tener reglas fijas para demarcarlas, a fin de 
que todos sepan cuáles son sus pertenencias. A este ob-
jeto ceden los hombres su poder natural a la sociedad 
en que ingresan, y la república pone el poder legislativo 
en manos que tiene por idóneas, fiando de ellas el go-
bierno por leyes declaradas, pues de otra suerte la paz, 
sosiego y propiedad de todos se hallarían en la misma 
incertidumbre que en el estado de naturaleza.

137. Ni el poder arbitrario absoluto ni el gobierno 
sin leyes fijas y permanentes pueden ser compatibles 
con los fines de la sociedad y gobierno, pues los hom-
bres no abandonarían la libertad del estado de naturale-
za, ni se sujetarían a la sociedad política si no fuera para 
preservar sus vidas, libertades y fortunas, mediante pro-
mulgadas normas de derecho y propiedad que asegura-
ran su fácil sosiego. No cabe suponer que entendieran, 
aún si hubiesen tenido el poder de hacerlo, atribuir a 
uno cualquiera, o más de uno, un poder arbitrario abso-
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luto sobre sus personas y haciendas, y dejar en manos 
del magistrado la fuerza necesaria para que ejecutara 
arbitrariamente sobre ellos sus ilimitados antojos; eso 
hubiera sido ponerse en peor condición que el estado 
de naturaleza, en el que tenían la libertad de defender 
su derecho contra los agravios ajenos y estaban en igua-
les términos de fuerza para mantenerlo, ya les invadie-
ra un hombre solo o un número de conchabados. Mas 
entregados al poder arbitrario y voluntad absoluta de 
un legislador, habríanse desarmado a sí mismos, y ar-
mándole a él para que cuando guste haga presa de ellos; 
y se hallara en mucho peor condición un expuesto al 
poder arbitrario de quien manda a cien mil hombres, 
que el aventurado al de cien mil hombres sueltos, sin 
que nadie pueda estar seguro de que la voluntad dotada 
de aquel mando sea mejor que la de los demás hom-
bres, aunque su fuerza sea cien mil veces mayor. Y por 
lo tanto, cualquiera que sea la forma adoptada por la 
república, debería el poder dirigente gobernar por le-
yes declaradas y bien recibidas y no por dictados repen-
tinos y resoluciones indeterminadas, porque entonces 
se hallarían los hombres en harto peor condición que 
en el estado de naturaleza, armado como estuviera un 
hombre, o unos pocos, con el poder conjunto de una 
muchedumbre que a placer de esos obligara a aquéllos 
a obedecer los decretos exorbitantes e irrefrenados de 
sus pensamientos súbitos o su desatado y, hasta aquel 
momento, desconocido albedrío, sin medida alguna 
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establecida que guiar y justificar pudiere sus acciones. 
Porque siendo todo el poder de que el gobierno dispo-
ne para el solo bien de la sociedad, así como no debiera 
ser arbitrario y a su antojo, precisaría también que ri-
giera su ejercicio por leyes promulgadas y establecidas, 
a fin de que, por una parte, conocieran las gentes sus 
deberes, y se encuentren salvos y seguros dentro de las 
fronteras de la ley y, por otra parte, los gobernantes se 
guardaran en su debida demarcación, no tentados por 
el poder que tienen en sus manos para emplearlo en fi-
nes y por medios que no quisieran ellos divulgar ni de 
buen grado reconocerían.

138. En tercer lugar, el poder supremo no puede 
quitar al hombre parte alguna de su propiedad sin su 
consentimiento. Porque siendo la preservación de la 
propiedad el fin del gobierno, en vista del cual entran 
los hombres en sociedad, supone y requiere necesaria-
mente que el pueblo de propiedad goce, sin lo cual sería 
fuerza suponer que perdieran al entrar en la sociedad 
lo que constituía el fin para su ingreso en ella: absur-
do demasiado tosco para que a él se atenga nadie. Los 
hombres, pues, que en sociedad gozaren sus propieda-
des, tal derecho tienen a bienes, que según la ley de la 
comunidad son suyos, que a nadie asiste el derecho de 
quitárselos, en todo ni en parte, sin su consentimiento; 
sin lo cual no gozarían de propiedad alguna. Porque re-
lamente no tendré yo propiedad en cuanto otro pueda 
por derecho quitármela cuando le agradare, contra mi 
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consentimiento. Por lo cual es erróneo pensar que el 
poder supremo o legislativo de cualquier comunidad 
política puede hacer lo que se le antoje, y disponer ar-
bitrariamente de los bienes de los súbditos o tomar a su 
gusto cualquier parte de ellos. No será esto mucho de 
temer en gobiernos en que el poder legislativo consista 
en todo o en parte en asambleas variables, cuyos miem-
bros quedaren tras la disolución de la asamblea sujetos 
a las leyes comunes de su país, igual que los demás. Pero 
en los gobiernos en que el poder legislativo radique en 
una asamblea permanente de no interrumpida existen-
cia, o en un hombre, como acaece en las monarquías 
absolutas, existirá aún el peligro de que imaginen los 
tales ser su interés distinto del que compete al resto de 
la comunidad, con lo que podrán aumentar su riqueza 
y porvenir arrebatando a las gentes lo que tuvieran por 
conveniente. Porque a pesar de que buenas y equitati-
vas leyes hayan establecido las lindes de una propiedad 
entre un hombre y sus vecinos, no estará ella en modo 
alguno asegurada si quien a sus súbditos mandare tu-
viera poder para despojar a quienquiera de la parte de 
su hacienda que apeteciera, y de usarla y disponer de 
ella como le venga en gana.

139. Mas puesto que, en cualesquiera manos es-
tuviere el gobierno, a ellas fue entregado, según antes 
mostré, con esta condición y para este fin: el de que 
los hombres puedan tener y asegurar sus propiedades, 
el príncipe o senado, por más poder que le asista para 
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hacer leyes reguladoras de la propiedad entre los súb-
ditos, jamás tendrá facultad de apartar para sí el todo, 
o alguna parte, de la hacienda de los súbditos sin el 
consentimiento de ellos. Porque ello fuera en efecto 
no dejarles propiedad ninguna. Y advirtamos que aun 
el poder absoluto, cuando sea necesario, no es arbitra-
rio por ser absoluto, mas todavía queda limitado por 
aquella razón y restringido a aquellos fines que en cier-
tos casos de absoluto carácter le exigieron como, sin ir 
más lejos, veremos en la práctica común de la disciplina 
marcial. Porque la preservación del ejército y en él de 
la entera comunidad política, demanda una absoluta 
obediencia al mando de cada oficial superior; y la des-
obediencia o disputa es justamente causa de muerte 
para los más peligrosos o desrazonables de ellos; pero 
vemos que ni el sargento que puede mandar a un sol-
dado que avance hacia la boca de un cañón o perma-
nezca en una abertura en que es casi seguro perezca, 
sabrá exigir a este soldado que le dé un ochavo de sus 
dineros, ni el general que puede condenarle a muerte 
por haber desertado su puesto o no haber obedecido 
las órdenes más desesperadas, tendrá el derecho, con 
todo su poder absoluto de vida o muerte, de disponer 
de un ochavo de la hacienda de tal soldado o de adue-
ñarse de un ápice de sus bienes, no importando que 
pudiere mandarle cualquier cosa y ahorcarle a la me-
nor desobediencia. Porque esa ciega sumisión es nece-
saria para el fin que motivó el poder del jefe, esto es, la 
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preservación de los demás; pero el apoderamiento de 
los bienes del soldado nada tiene que ver con ello.

140. Verdad es que los gobiernos necesitan gran 
carga para su mantenimiento, y conviene que cuantos 
gozan su parte de la protección de ellos paguen de su ha-
cienda la proporción que les correspondiera con aquel 
objeto. Mas todavía eso habrá de acaecer con su con-
sentimiento, esto es, la venia de la mayoría, ya lo dieren 
por sí mismos, ya por representantes a quienes hubieren 
escogido; porque si alguien reivindicara el poder de po-
ner y percibir tasas sobre las gentes por su propia auto-
ridad, y sin aquel popular consentimiento, invadiría la 
ley fundamental de la propiedad y subvertiría el fin del 
gobierno. Porque, ¿cuál es mi propiedad en lo que otro 
pudiere, por derecho, quitarme a su capricho?

141. En cuarto lugar, el poder legislativo no puede 
transferir la facultad de hacer leyes a otras manos, por-
que siendo esta facultad que el pueblo delegó, quienes 
la tienen no sabrán traspasarla. Sólo el pueblo puede 
escoger la forma de la república, lo que acaece por la 
constitución del legislativo, y la designación de aquel 
en cuyas manos quedará. Y cuando el pueblo dijo: “nos 
someteremos y seremos gobernados por leyes hechas 
por tales hombres y según tales formas”, no habrá quien 
pueda decir que otros hombres habrán de hacer leyes 
para ellos; ni ellos podrán ser obligados por más leyes 
que las promulgadas por aquellos a quienes escogieron 
y a tal fin autorizaron.
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142. Éstos son los hitos que la confianza puesta en 
ellos por la sociedad, y la ley de Dios y de la naturaleza, 
fijaron al poder legislativo de cada comunidad política, 
en cualquier forma de gobierno. Primero: deberán go-
bernarse por leyes sancionadas y promulgadas, no en 
caso particular alguno alterable, sino regla única para 
el rico y el pobre, el favorito de la corte y el labrador 
en su labranza. Segundo: dichas leyes serán designa-
das sin más fin postrero que el bien popular. Tercero: 
no impondrán tasas a la hacienda de las gentes sin el 
consentimiento de ellas, dado por sí mismas o por sus 
diputados. Y eso en realidad concierne exclusivamen-
te a los gobiernos en que el poder legislativo no su-
fra interrupción, o al menos en que el pueblo no haya 
reservado parte alguna del legislativo a diputados de 
tiempo en tiempo escogidos por sí mismos. Cuarto: el 
poder legislativo no puede ni debe transferir la facul-
tad de hacer leyes a nadie más, ni transportarlo a lugar 
distinto del que el pueblo hubiere determinado.
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Capítulo XII

Los poderes legislativo, ejecutivo y 
federativo de la república

143. Al poder legislativo incumbe dirigir el empleo 
de la fuerza de la república para la preservación de 
ella y de sus miembros. Y pudiendo las leyes que 
habrán de ser de continuo ejecutadas y cuya fuerza 
deberá incesantemente proseguir, ser despachadas 
en breve tiempo, no será menester que el poder le-
gislativo sea ininterrumpido, pues holgarán a las ve-
ces los asuntos; y también porque podría ser sobrada 
tentación para la humana fragilidad, capaz de usurpar 
el poder, que las mismas personas a quienes asiste la 
facultad de legislar, a ella unieran la de la ejecución 
para su particular ventaja, cobrando así un interés 
distinto del que al resto de la comunidad competa, 
lance contrario al fin de la sociedad y gobierno. Así, 
pues, en las repúblicas bien ordenadas, donde el bien 
del conjunto es considerado como se debe, el poder 
legislativo se halla en manos de diversas personas, las 
cuales, debidamente reunidas, gozan de por sí, o con-
juntamente con otras, el poder de hacer las leyes; mas 
hechas éstas, de nuevo se superan y sujetos quedan 
a las leyes que hicieran ellos mismos, lo cual es otro 
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vínculo estrecho que les induce a cuidar de hacerlas 
por el bien público.

144. Pero por disponer las leyes hechas de una vez 
y en brevísimo tiempo, de fuerza constante y duradera, 
y necesitar de perpetua ejecución o de especiales servi-
cios, menester será que exista un poder ininterrumpi-
do que atienda a la ejecución de las leyes en vigencia, 
y esté en fuerza permanente. Así acaece que aparezcan 
a menudo separados el poder legislativo y el ejecutivo.

145. Otro poder existe en cada república, al que 
pudiera llamarse natural, porque es el que corres-
ponde al poder que cada hombre naturalmente tuvo 
antes de entrar en sociedad. Porque aunque en una 
república sean sus miembros personas distintas, to-
davía, cada cual relativamente al vecino, y como tales 
le gobiernen las leyes de la sociedad, con todo, con 
referencia al resto de la humanidad forman un solo 
cuerpo, exactamente como cada uno de sus miem-
bros se hallaba cuando en estado de naturaleza con-
vivía con el resto de los hombres; de suerte que las 
contiendas sucesivas entre cualquier hombre de la 
sociedad con los que estuvieran fuera de ella se ha-
llan a cargo del público, y un agravio causado a un 
miembro de este cuerpo compromete a los demás en 
su reparación. De suerte que, así considerada, toda la 
comunidad no es más que un cuerpo en estado de la 
naturaleza con respecto a los demás estados a perso-
nas no pertenecientes a ella.
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146. Tal facultad, pues, contiene el poder de paz y 
guerra, ligas y alianzas y todas las transacciones con cual-
quier persona y comunidad ajena a tal república; y puede 
llamársela federativa si de ello se desea. Mientras la esen-
cia sea comprendida, me será indiferente el nombre.

147. Esos dos poderes, ejecutivo y federativo, aun 
siendo realmente distintos en sí mismos porque el uno 
comprende la ejecución de las leyes interiores de la so-
ciedad sobre sus partes, y el otro el manejo de la seguri-
dad de intereses públicos en el exterior, con la conside-
ración de cuanto pudiere favorecerles o perjudicarles, 
se hallan, sin embargo, casi siempre unidos. Y aunque 
este poder federativo pueda ser, en su manejo, bueno o 
malo de extraordinario momento para la república, es 
menos capaz de obedecer a las leyes positivas perma-
nentes y antecedentes que el ejecutivo; y así precisa fiar 
a la prudencia y sabiduría de aquellos en cuyas manos 
se halla que atentos al bien público lo dirijan. Porque 
las leyes que conciernen a los súbditos entre sí, para di-
rigir sus acciones, bien podrán procederlas. Pero lo he-
cho con referencia a extranjeros mucho depende de las 
acciones de ellos; y la variación de propósitos y de in-
tereses debe ser en gran parte encargada a la prudencia 
de quienes detentan este poder, para que con su mejor 
capacidad lo empleen en el provecho de la república.

148. Aunque como dije, los poderes federativo 
y ejecutivo de cada comunidad sean en sí realmente 
distintos, difícilmente cabrá separarlos y ponerlos al 
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mismo tiempo en manos de distintas personas. Porque 
ambos requieren la fuerza de la sociedad para su ejerci-
cio, y es casi impracticable situar la fuerza de la comu-
nidad política en manos distintas y no subordinadas, o 
que los poderes ejecutivo y federativo sean asignados a 
personas que pudieren obrar por separado, con lo cual 
la fuerza del público vendría al hallarse bajo mandos 
diferentes, lo que bien pudiera en algún tiempo causar 
desorden y ruina.
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Capítulo XIII

De la subordinación de los poderes  
de la república

149. Aunque en una república bien constituida, hinca-
da sobre su propia base y obrando según su naturaleza, 
esto es, empleada en la preservación de la comunidad, 
no haya sino un poder supremo que es el legislativo, al 
que todos los demás están y deben estar subordinados, 
con todo, siendo el legislativo, por modo único, poder 
fiduciario para la consecución de ciertos fines, perma-
nece todavía en pleno el poder supremo de remover 
o alterar el legislativo, cuando descubriera funcionar 
éste contrariamente a la confianza en él depositada. 
Porque hallándose todo poder, confiado en vista de 
un fin, por él limitado, siempre que el final objeto fue-
ra manifiestamente descuidado resistido, la confianza 
vendrá necesariamente a ser objeto de extinción legal, 
y el poder devuelto a las manos que lo dieran y que de 
nuevo podrán ponerlo en las que entendieran más ap-
tas para su sosiego y seguridad. Y así retiene perpetua-
mente la comunidad el supremo poder de salvarse de 
intentos y designios de quienquiera que sea, y aun de 
sus legisladores; cuando tan necios o perversos sean, 
que planearan y llevaran a cabo designios contra las li-
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bertades y propiedades del súbdito. Porque careciendo 
todo hombre o sociedad de hombres del poder de en-
tregar su preservación, y por tanto los medios de ella, 
absoluto albedrío y dominio arbitrario ajenos, siempre 
que quienquiera que fuera se dispusiera a reducirles a 
tal condición esclava, tendrán el derecho de preservar 
aquello de que les es imposible separarse, libertándose 
de los invasores de esa inalterable, sagrada, fundamen-
tal ley de la propia conservación, por la cual en sociedad 
entraran. Así puede decirse que, en tal respecto, a la co-
munidad asiste el supremo poder en todo tiempo, mas 
sin que éste se pueda considerar involucrado en forma 
alguna de gobierno, porque dicho poder popular nunca 
será acaecedero hasta que el gobierno fuera disuelto.

150. En todos los casos en que el gobierno subsis-
ta, el legislativo será el supremo poder. Porque quien a 
otro pudiera dar leyes le será obligadamente superior; 
y puesto que el legislativo sólo es tal por el derecho que 
le asiste de hacer leyes para todas las partes y todos los 
miembros de la sociedad, prescribiendo normas para 
sus acciones, y otorgando poder de ejecución si tales 
normas fueran transgredidas, fuerza será que el legisla-
tivo sea supremo, y todos los demás poderes en cuales-
quiera miembros o partes de la sociedad, de él deriva-
dos y subordinados suyos. 

151. En algunas repúblicas, cuando el legislativo 
sea intermitente, y el ejecutivo fiado a una sola perso-
na que participe asimismo del legislativo, dicha sola 
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persona, en muy tolerable sentido, podrá ser también 
llamada suprema; no porque en sí encierre todo el su-
premo poder, que es el de legislar, sino porque, de una 
parte, le incumbe la suprema ejecución de la cual de-
rivan todos magistrados inferiores el conjunto de sus 
varios deberes subordinados o al menos la mayor copia 
de ellos; y, de otra parte, no tiene autoridad legislativa 
que le supere, pues no hay ley posible sin su consen-
timiento, que no cabe esperar que jamás le sujete a la 
otra parte del legislativo, por lo cual, en tal sentido, es 
propiamente supremos. Mas, con todo, se debe obser-
var que aunque se le rinda juramento de lealtad y fide-
lidad, no se le dirige en calidad de legislador supremo, 
sino de supremo ejecutor de la ley, debida a un poder 
conjunto que con otros comparte, pues la lealtad no es 
más que una obediencia según la ley, la cual, si por él 
resultara violada, le dejaría sin derecho a la obediencia 
que sólo puede reclamar como personaje público con 
el poder de la ley investido; de suerte que se le conside-
ra como imagen, fantasma o representante de la comu-
nidad política, conducido por la voluntad del cuerpo 
social declarada en sus leyes, y sin más voluntad, pues, 
ni poder que el de la ley. Pero cuando abandona esta 
representación, esta voluntad pública, y obra según su 
propio albedrío, se degrada a sí mismo y ya no es más 
que un mero particular sin poder ni decisión, pues los 
miembros de la sociedad sólo a la voluntad pública de 
éste deberán obediencia.
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152. El poder ejecutivo dondequiera que residiera, 
salvo si es en la persona que tiene también participación 
en el poder legislativo, será visiblemente subordinado 
de éste y ante él responsable, y cabrá como agradare 
cambiarle y removerle; de modo que no es el poder eje-
cutivo supremo, en sí, el exento de subordinación, sino 
el precisamente otorgado a quien, participando en el 
legislativo, no hallare, pues, poder legislativo distinto y 
superior a quien quedar subordinado y ser responsable 
más allá de su propia aceptación y consentimiento: o 
sea que no habría de resultar más subordinado de lo que 
él mismo estime oportuno, por lo cual puede concluirse 
que el acatamiento no sería sino de poquísima monta. 
De otros poderes subordinados y ministeriales en la 
comunidad política no será menester hablar, pues éstos 
de tal como se multiplican con las varias comunidades 
políticas, que fuera imposible dar relación particular de 
todos ellos. Sólo un aspecto, necesario a nuestro objeto 
presente, podemos advertir como concerniente a ellos, 
esto es, que ninguno tiene especie alguna de autoridad 
más allá de lo que por positiva concesión y encargo se 
les hubiera delegado, y que son todos ellos responsables 
ante algún otro poder de la comunidad política.

153. No es necesario, ni siquiera conveniente, que 
el legislativo goce de existencia ininterrumpida; pero 
sí es absolutamente necesario que el poder ejecutivo 
la tenga, porque no siempre hay necesidad de nuevas 
leyes, pero sí siempre necesidad de ejecución de las le-
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yes en vigor. Puesta por el legislativo en otra mano la 
ejecución de las leyes, subsiste el poder de recobrarla 
de esa mano si hubiera causa de ello, y el de castigar 
cualquier dañada administración contra ley. Lo mis-
mo se dirá con respecto al poder federativo, puesto 
que éste y el ejecutivo son ambos ministeriales y están 
subordinados al legislativo, el cual, según se patentizó, 
es en la república constituida, supremo: eso supuesto, 
también en este caso, que el legislativo esté compuesto 
de diversas personas, pues si le constituyere una per-
sona sola no podría sino obrar ininterrumpidamente, 
y por tal, como supremo, tendría naturalmente el su-
premo poder ejecutivo, juntamente con el legislativo, y 
eso le permitiera convocar y ejercer el poder legislativo 
en tiempos en que bien la constitución primera, bien 
su suspensión, señalara; o cuando de ello guste, si nin-
guna de ambas hubiera señalado ningún tiempo, o no 
hubiera otro modo prescrito de convocación. Porque 
investido él del poder supremo por el pueblo, se halla 
en él de continuo y puede ejercerlo a su gusto, a me-
nos que por la constitución primera la tenga limitado a 
ciertas estaciones o por acto de su poder supremo haya 
suspendido su función hasta cierta fecha; y cuando este 
tiempo llegue tendrán los miembros de la comunidad 
nuevo derecho de convocación y decisión.

154. Si el poder legislativo, o alguna parte de él, se 
compusiera de representantes por tal o cual tiempo es-
cogidos por el pueblo y que luego volvieran al común 
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estado de los súbditos, sin nueva participación en el po-
der legislativo, a menos de elección nueva, el poder eje-
cutivo deberá también ser ejercido por el pueblo, bien 
fuera convocado; y en este último caso la atribución de 
convocar el legislativo se asigna ordinariamente al ejecu-
tivo, y tiene, con respecto al tiempo, una de estas dos li-
mitaciones: que o bien la constitución primera requiere 
su convocación y funcionamiento en ciertos intervalos, 
y entonces el poder ejecutivo no hace más que emitir 
instrucciones ministerialmente, para la elección y con-
vocación según las formas establecidas; o bien se deja a 
la prudencia de él llamarles mediante nuevas elecciones 
cuando la ocasión o las exigencias del público requieran 
la enmienda de las leyes viejas, o la creación de otras nue-
vas, o el enderezamiento o evitación de cualesquiera in-
convenientes que pesen sobre el pueblo o le amenacen.

155. Lícito es preguntar aquí: ¿Y si el poder ejecu-
tivo, tras haberse apoderado de la fuerza de la comu-
nidad política, hiciera uso de esta fuerza para estorbar 
la reunión y actividad del poder legislativo, cuando la 
constitución primera, o las exigencias públicas, las soli-
citen? Quiero decir, usar la fuerza contra el pueblo, sin 
autoridad y contrariamente a la confianza depositada en 
quien tal hiciera, es un estado de guerra con las gentes, 
a quienes asiste el derecho de reinstalar a su legislativo 
en el ejercicio del poder que le corresponda. Porque ha-
biendo ellos erigido un poder legislativo con el intento 
de que ejerza su poder de forjar la ley, bien sea en cier-
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tos tiempos prefijados, bien cuando de ello hubiere ne-
cesidad, si tal vez impidiera cualquier fuerza acción tan 
necesaria a la república, y en que consiste la seguridad y 
preservación del pueblo, podrá éste por su fuerza remo-
ver la otra. En todos los estados y condición, el verdade-
ro remedio contra fuerza sin autoridad es una oposición 
de fuerza. El uso de fuerza sin autoridad siempre pone 
a quien de él se vale en estado de guerra, como agresor 
que es; y le expone a ser tratado consiguientemente.

156. El poder de convocar y disolver el poder legis-
lativo, que al ejecutivo asiste, no confiere a este superio-
ridad sobre él, mas es depósito fiduciario que se le en-
tregara para la seguridad del pueblo en ocasión en que la 
incertidumbre y variabilidad de los negocios humanos 
no soportaría una regla fija y cerrada. Porque no siendo 
posible que los primeros concertados del gobierno pu-
dieran por ninguna previsión de tal suerte penetrar los 
eventos futuros que acertaran en fijar de antemano tan 
justos períodos de retorno y duración a las asambleas 
legislativas para todos los tiempos venideros, que los ta-
les respondieran exactamente a todas las exigencias de 
la comunidad política, el mejor remedio que cupo hallar 
a tal efecto fue confiar dicha función a la prudencia de 
uno destinado a perpetua presencia, y cuyo oficio fuera 
velar por el bien público. Las frecuentes, constantes re-
uniones del legislativo y larga prosecución de sus asam-
bleas, sin ocasión necesaria, sin duda, hubieran sido en-
gorrosas para las gentes, y produjeran necesariamente, 
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con el tiempo, más peligrosas incomodidades; mas el 
rápido sesgo de los negocios podía ser a las veces tal, 
que exigiera inmediata ayuda; ya cualquier dilación de 
aquella convocatoria hubiera resultado para el público 
riesgosa; y a las veces, además, hubiera podido ser tan 
vasto su negocio que el tiempo limitado de sus sesiones 
resultara demasiado breve para su labor y frustrara al pú-
blico del beneficio que sólo pudiera conseguir de una 
liberación sazonada. ¿Qué hacer, pues en tal caso, para 
evitar que la comunidad se expusiera en una u otra oca-
sión a peligro inminente por una u otra parte, dados los 
intervalos y períodos fijos establecidos para la reunión y 
funcionamiento del poder legislativo, sino confiar el su-
ceso a la prudencia de alguien que, presente y acostum-
brado al estado de los negocios políticos, pudiera hacer 
uso de esta prerrogativa para el bien público? ¿Y dónde 
quedaría tan bien acomodado como en las manos a que 
fuera confiada la ejecución de las leyes atentas al mis-
mo fin? Así, pues, cuando la regulación de fechas para la 
reunión y sesiones del legislativo no apareció fijada por 
la constitución primera, cayó naturalmente aquélla en 
manos del ejecutivo; no como poder arbitrario depen-
diendo de su solo antojo, sino con la confianza de que 
siempre fuera ejercido exclusivamente por el bien públi-
co, según los acaecimientos de los tiempos y mudanzas 
que los negocios pudieran requerir. No es de este lugar 
inquirir si acompaña el menos inconveniente al sistema 
de períodos prefijados para la convocatoria, o a la liber-
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tad dejada al príncipe para la reunión del legislativo, o 
acaso a la combinación de ambos principios: sólo me 
incumbe mostrar que aunque el poder ejecutivo pueda 
abrigar la prerrogativa de convocar y disolver tales reu-
niones del legislativo no será, empero, superior a éste.

157. En tal constante flujo andan las cosas del mun-
do que nada permanece por largo tiempo en igual es-
tado. Así las gentes, las riquezas, el comercio, el poder, 
cambian sus estadías; poderosas ciudades florecientes 
vienen a derrocarse, puros rincones ya de abandono y 
desuso, mientras que otros parajes solitarios se truecan 
en henchidos países, con abundamiento de riquezas y 
naturales. Pero las cosas no siempre cambian parejo, 
y el interés privado a menudo mantiene costumbres y 
privilegios cuando cesaron las razones de ellos; y con 
frecuencia acaece que en gobiernos donde parte del 
legislativo consiste en representantes escogidos por 
el pueblo, con el curso del tiempo tal representación 
viene a muy desigual y desproporcionada a las razones 
por que fuera al principio establecida. Harto podemos 
percatarnos de los crasos absurdos a que nos conduzca 
una costumbre ya desvalida de su razón de ser, cuando 
vemos que el nudo nombre de una ciudad de la que no 
quedan casi ni las ruinas, donde apenas se descubre más 
albergue que un aprisco, o más habitante que un pas-
tor, envían tantos representantes a la grandiosa asam-
blea legislativa como un entero condado de agrupadas 
gentes y riqueza muy poderosa. De ello se espantan los 
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extranjeros; y confiesa cada quien ser menester el re-
medio, aunque por arduo tienen los más encontrar uno, 
porque siendo la constitución del legislativo acto pri-
mero y sumo de la sociedad, antecedente a cuanta ley 
positiva hubiera en ella, y dependiendo enteramente 
del pueblo, ningún poder inferior ha de poder alterarla. 

158. Salus populi suprema lex es, sin duda, regla tan 
justa y fundamental que quien de corazón la sugiere 
no sabrá equivocarse peligrosamente. Por lo tanto, si 
el ejecutivo, en quien la facultad de convocar el legis-
lativo reside, observando antes la proporción verdade-
ra que el modo de representación, regula no por cos-
tumbre añeja, sino por razón genuina, el número de 
miembros en todos los parajes con derecho a privativa 
representación, a lo que parte ninguna de las gentes, 
por más que hecha distrito, pretender sino en propor-
ción a la asistencia que procure al público, no podrá 
decirse que aquel poder haya erigido un nuevo legis-
lativo, sino que restauró el antiguo y verdadero y recti-
ficó los desórdenes que la sucesión de los tiempos ha-
bía introducido tan sin sentir como inevitablemente; 
porque siendo la intención del pueblo y estribando su 
interés en una justa, equitativa representación quien-
quiera que más se aproxime a ella será indiscutible 
amigo y favorecedor del gobierno y no echará de me-
nos el consentimiento y aprobación de la comunidad; 
la prerrogativa no es más que el poder en manos de un 
príncipe para disponer lo necesario al bien público en 
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los casos en que por efecto de inciertos e imprevisibles 
eventos, las leyes ciertas inalterables no se impondrían 
sin peligro. Cualquier cosa que manifiestamente para 
el bien del pueblo se hiciere y para aseguramiento del 
gobierno sobre cimientos bien aplomados, es, y será 
siempre, justa perrogativa. El poder de erigir nuevas 
unidades administrativas, con sus nuevos represen-
tantes, conlleva entendimiento de que con el tiempo 
pueden variar las medidas de representación, y ya in-
cumbe justo derecho a ser representados a quienes an-
tes en modo alguno lo estuvieron; y por igual que lo 
cobraren ésos, dejarán aquéllos de tener tal derecho, 
convertidos en demasiado exiguos para el privilegio 
de que antes gozaran. No es una mudanza en el estado 
actual, debido acaso a corrupción o decadencia, lo que 
causa estrago en el gobierno, sino la tendencia de éste 
a menoscabar u oprimir al pueblo, y a levantar a una 
parte o partido por encima del resto, destinado a una 
sumisión inferior. Cualquier cosa que hubiera de ser 
indiscutiblemente reconocida como ventajosa para la 
sociedad y el pueblo en general, fundada en normas 
justas y duraderas, siempre, tras el hecho, se justificará 
a sí misma; y siempre que el pueblo escoja a sus repre-
sentantes, según medidas justas e innegables equitati-
vas, adecuadas al plan original de su gobierno no cabrá 
dudar que aquel sea albedrío y acto de la sociedad, sea 
quien sea el que lo autorice, o proponga que así se lleve 
a cumplimiento.
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Capítulo XIV

De la prerrogativa

159. Cuando los poderes legislativo y ejecutivo se ha-
llan en distintas manos, según acaece en todas las mo-
narquías moderadas y bien ajustados gobiernos, el bien 
de la sociedad requiere que varias cosas sean dejadas 
a la discreción de aquél en quien reside el poder eje-
cutivo. Porque, incapaces los legisladores de prever y 
atender con leyes a todo cuanto pudiere ser útil para 
la comunidad, el ejecutor de éstas, teniendo en sus 
manos el poder, cobra por ley común de naturaleza el 
derecho de hacer uso de él para el bien de la sociedad, 
en muchos casos en que las leyes de la colectividad no 
dieren guía útil, y hasta que el legislativo pueda ser con-
venientemente reunido para la necesaria provisión; es 
más, hay copia de cosas sobre las cuales la ley en modo 
alguno podrá disponer, y éstas deberán necesariamen-
te ser dejadas a la discreción de quien tenga en sus 
manos el poder ejecutivo, para que él decida según el 
bien y la ventaja del pueblo lo demandaren; y aun es 
conveniente que las propias leyes en algunos casos ce-
dan ante el poder ejecutivo, o, mejor dicho, ante la ley 
fundamental de la naturaleza y gobierno, esto es, que 
en su número cabal todos los miembros de la sociedad 
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deberán ser preservados. Porque ya que muchos acci-
dentes pueden producirse en que la estricta y rígida 
observación de las leyes alcanzara a dañar, como si no 
se derribara la casa de un inocente varón para detener 
el fuego cuando la próxima ardiere; y ocurriendo a ve-
ces que el hombre caiga dentro del alcance de la ley, 
que no hace distinción de personas, por un acto acaso 
merecedor de recompensa y perdón, es conveniente 
que el gobernante goce del poder de mitigar, en mu-
chos casos, la severidad de la ley, y perdonar a algunos 
ofensores, ya que siendo el fin del gobierno la preserva-
ción de todos, del modo más completo, aun del castigo 
de los culpables sabrá desistir cuando no se siguiere de 
ello perjuicio para el inocente.

160. Ese poder de obrar según discreción para el 
bien público, sin prescripción de la ley y aun a las veces 
contra ella, es lo que se llama prerrogativa; pues ya que 
en ciertos gobiernos el poder legislativo es intermitente 
y por lo común demasiado numeroso, y así, pues, de-
masiado lento para la celeridad que la ejecución requie-
re, y también, sobre todo ello, es imposible prever y es-
tar pronto con leyes particulares para todo accidente 
y cada necesidad que pudieren concernir al público, o 
hacer leyes que jamás causen daño aun ejecutadas con 
inflexible rigor en todas las ocasiones y sobre todas las 
personas incurridas en su alcance, existe, pues, una lati-
tud al poder ejecutivo consentida para hacer mucho de 
libre elección que las leyes no prescriben.
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161. Este poder, mientras se emplee en beneficio 
de la comunidad y armonice con el depósito de con-
fianza y fines del gobierno, es innegable prerrogativa, 
no puesta jamás en tela de juicio. Porque el pueblo raras 
veces, o nunca, es cauto o escrupuloso en el tema o de-
bate de la prerrogativa mientras ella fuera en grado to-
lerable destinada al uso para que fue discurrida, esto es, 
el bien del pueblo, y no manifiestamente contra él. Pero 
si alguna vez se llegare a debate entre el poder ejecutivo 
y el pueblo sobre algo que por prerrogativa se tenga, la 
tendencia en el ejercicio de ella, para el bien o engaño 
del pueblo, decidiría fácilmente la cuestión.

162. Fácil es concebir que en la infancia de los go-
biernos, en que las comunidades políticas diferían poco 
de las familias en número de gentes, también poco de 
ellas diferían en número de leyes; y siendo los goberna-
dores como los padres de tales comunidades, velando 
sobre ellas por su bien, el gobierno era casi enteramente 
prerrogativa. Unas pocas sancionadas leyes bastaban; y 
la discreción y solicitud del gobernante proporciona-
ba el resto. Pero cuando los errores o la adulación se 
adueñaron de los príncipes débiles, y usaron éstos de 
aquel poder para sus fines privados y no para el bien 
público, buen ánimo tuvo el pueblo para obtener, por 
leyes expresas, que la prerrogativa quedara demarcada 
en aquellos puntos en que advirtiera la desventaja de 
ella; y declararon vallas a la prerrogativa en casos en 
que ellos y sus pasados dejaran con la mayor latitud a 
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la sabiduría de príncipes que de ella sólo hicieran buen 
uso, que no es otro que el del bien de su pueblo.

163. Y tienen, por ende, muy errada noción del 
gobierno quienes dicen que el pueblo se inmiscuyó 
en la prerrogativa, cuando sólo consiguió que alguna 
parte de ella fuera por leyes positivas definida. Porque 
al obrar así no desgarraron del príncipe nada que por 
derecho le pertenezca, mas sólo declararon que aquel 
poder que indefinidamente dejaran en sus manos o en 
las de sus pasados, para ser ejercido por su bien, de él 
se desprendería en cuanto lo use de otro modo. Por-
que siendo fin del gobierno el bien de la comunidad, 
cualesquiera mudanzas que en él se realicen tendiendo 
a aquel fin no vendrán a entremeterse en nadie; por-
que nadie tiene en el gobierno un derecho que a otro 
fin tienda; y los únicos entremetimientos son los que 
perjudican o estorban el bien público. Los que de otra 
suerte discurren, lo hacen como si el príncipe tuviera 
un interés separado o distinto del bien de la comuni-
dad, y no hubiera sido hecho para ella: raíz y venero 
de que se originan casi todos los males y desórdenes 
que acontecen en los gobiernos regios. Y ciertamente, 
de ser aquello cierto, el pueblo sometido a su gobier-
no no fuera sociedad de criaturas racionales, entradas 
en comunidad para el bien mutuo de ellas, como las 
que asentaron sobre sí a los gobernantes, para guardar 
y promover aquel bien; antes se nos antojaría rebaño 
de criaturas inferiores bajo el dominio del dueño, que 
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las conserva y explota para su placer o provecho. Si los 
hombres estuvieran tan faltos de razón y embrutecidos 
que en sociedad entraran en esos términos, la prerroga-
tiva fuera, sin duda, como no falta quien la considere, 
poder arbitrario de hacer lo dañoso para las gentes.

164. Mas ya que no puede suponerse que la cria-
tura racional siendo libre, a otras se sujete para su 
propio daño (aunque donde encuentre un gobernan-
te bueno y sabio acaso no entienda necesario ni útil 
fijar límites precisos a su poder en todos los ramos), la 
prerrogativa no puede consistir más que en el permi-
so otorgado por el pueblo a sus gobernantes para que 
hagan diversas cosas por libre elección cuando la ley 
esté muda, y también a veces contra la letra material 
de la ley, por el bien público y con aquiescencia de las 
gentes en aquella iniciativa. Porque así como un buen 
príncipe, cuidadoso de la confianza depositada en él y 
esmerado en el bien de su pueblo, nunca podrá tener 
demasiada prerrogativa, esto es, poder para hacer el 
bien, así un príncipe débil y nocivo, que reclame di-
cho poder, ejercido por sus predecesores, sin que ya 
la ley guíe sus pasos, como prerrogativa perteneciente 
a su persona por derecho de su oficio, y que pueda 
ejercitar a su albedrío para crear o promover intereses 
distintos de los del público, dará al pueblo la ocasión 
de reivindicar su derecho y limitar un poder al que, 
antes muy de grado, viéndole ejercido para su bien 
diera tácito permiso.
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165. Por ello, quien examine la historia de Inglate-
rra, hallará que la prerrogativa fue siempre más holgada 
en mano de nuestros mejores y más sabios príncipes, 
por haber observado el pueblo que todo rumbo de sus 
actos se encaminaba al bien, o si alguna fragilidad hu-
mana o error (porque los príncipes no son sino hom-
bres hechos como los demás) se demostraba en algu-
nas menudas desviaciones de tal fin, traslucíase con 
todo que la solicitud hacia el público era el principal 
estímulo de su conducta. El pueblo, pues, hallando pie 
para su satisfacción de tales príncipes cuando éstos 
obraban en omisión de la ley o adversamente a su letra, 
prestó a dichos actos aquiescencia, y sin la menor que-
ja les permitió ensanchar su prerrogativa a placer suyo, 
juzgando rectamente que nada había en sus actos per-
judicial para las leyes, sino que obraban de acuerdo con 
el fundamento y fin de toda ley: el bien público.

166. Tales príncipes a lo divino podrían, sin duda, 
invocar algún título al poder arbitrario, por el argumen-
to que demostraría ser la monarquía absoluta el mejor 
gobierno, como el que Dios mismo mantiene en el uni-
verso, y ello por tocar algo a tales reyes de la bondad y 
sabiduría de Él. En lo que se fundara el dicho de que 
“los reinados de los buenos príncipes fueron siempre 
los más peligroso para las libertades de su pueblo”. Por-
que cuando sus sucesores, dirigiendo el gobierno con 
pensamientos de muy otro linaje, atrajeron a sí las ac-
ciones de esos buenos gobernantes como precedente 
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y las hicieron dechado de su prerrogativa —como si 
lo cumplido solamente por el bien popular les fuera a 
transmitir un derecho para manejarse en daño del pue-
blo si de ello gustaren— causáronse a menudo contien-
das y a veces desórdenes públicos, antes de que el pue-
blo pudiera recobrar su derecho primero y conseguir 
la declaración de no ser prerrogativa, lo que en verdad 
jamás lo fue, ya que es imposible que ninguno cobre en 
la sociedad el derecho de dañar al pueblo, aun siendo 
muy posible y razonable no haber andado el pueblo en 
fijación de linderos a la prerrogativa de monarcas o go-
bernantes que no traspasaran los del bien público. Por-
que la “prerrogativa no es más que el poder de causar el 
bien público sin letra de ley”.

167. El poder de convocar el parlamento en Ingla-
terra, en lo que concierne al tiempo, lugar y duración, 
es ciertamente prerrogativa del rey, pero asimismo con 
la persuasión de que habrá de ser empleada para el bien 
de la nación, según exigencias de los tiempos y diver-
sidad de ocasiones requirieren. Porque siendo impo-
sible prever cuál sería en cada caso el lugar de mejor 
ocurrencia para su reunión, y cuál su estación mejor, 
se dejó al poder ejecutivo que los eligiera, recabando 
la mayor utilidad para el bien público y lo que mejor 
convenga a los fines del parlamento.

168. Sin duda se oirá de nuevo en esta materia de 
la prerrogativa la añeja pregunta: “¿Pero quién será 
juez de cuando se haga o no uso recto de ese poder?” 
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Respondo: Entre un poder ejecutivo permanente, con 
tal prerrogativa, y un legislativo que depende para su 
reunión del albedrío de aquél, no puede haber juez en 
la tierra. Como no habrá ninguno entre el legislativo y 
el pueblo, si ya el ejecutivo o el legislativo, cobrado el 
poder en sus manos, planearan o salieran al campo para 
esclavizarles o destruirles; no tendrá el pueblo otro re-
medio en esto, como en todos los demás casos sin juez 
posible en la tierra, que la apelación al cielo; porque 
los gobernadores, en aquellos intentos, ejerciendo una 
facultad que el pueblo jamás pusiera en sus manos —
pues nunca cabrá suponer que ninguno autorice que 
nadie gobierne sobre ellos para su daño— hacen lo 
que no tiene derecho a hacer. Y si el cuerpo popular 
o algún individuo fueran privados de su derecho, o se 
encuentren bajo el ejercicio de un poder no autorizado, 
faltos de apelación en la tierra, les queda la libertad de 
apelar al cielo siempre que tengan la causa por de sufi-
ciente momento. Así, pues, aunque el pueblo no pueda 
ser juez, por no incumbirle, según la constitución de 
aquella sociedad, poder superior alguno que resuelva 
tal caso y expida en él sentencia efectiva, guardará con 
todo esa final determinación para sí mismo, pertene-
ciente a toda la humanidad cuando la apelación en la 
tierra, por ley antecedente y superior a todas las leyes 
positivas de los hombres, si de apelar al cielo tuviera-
justa causa. Y de este juicio no pueden despojarse, pues 
se halla fuera de las atribuciones del hombre someter-
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se a otro hasta concederle libertad de que lo destruya; 
que jamás Dios y la naturaleza permitieron al hombre 
que se abandonara tanto que su misma preservación 
descuidara, y ya que no puede quitarse su propia vida, 
tampoco sabrá dar a otro hombre poder de que se la 
quite. Ni deberá nadie pensar que ello consienta per-
petuo fundamento de desorden, pues sólo acontece 
cuando la molestia fuera tan grande que la mayoría se 
sintiera hostigada, y de ella se cansare, y descubriera la 
necesidad de enmendarla. Y por tanto el poder ejecuti-
vo o los príncipes cuerdos nunca deberán avecinarse a 
tal peligro; y éste es, entre todos los azares, el que más 
necesitan sortear, por ser entre todos el más peligroso.
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Capítulo XV

De los poderes paterno, político y 
despótico, considerados juntos

169. Aunque tuve ya ocasión de hablar separadamen-
te de los tres, acaso, dados los grandes errores de estos 
últimos tiempos acerca del gobierno, nacidos, a lo que 
entiendo, de confundir, una con otra, la naturaleza de 
tales poderes, no está fuera de lugar que aquí les consi-
deremos juntamente.

170. En primer término, pues, poder paterno o 
parental no es sino el de los padres en el gobierno de 
sus hijos, para bien de ellos, hasta que llegaran a uso 
de razón, o a sazón de conocimiento, con lo que pueda 
dárseles por capaces de entender la ley —ya sea la de 
naturaleza, ya la de origen político de su país—, por la 
que deberán gobernarse: capaces, digo de conocerla, al 
igual que tantos otros que viven como hombres libres 
bajo dicha ley. El afecto y ternura que Dios inculcara en 
el pecho de los padres hacia sus hijos patentiza que no 
se trata aquí de un gobierno severo y arbitrario, sino de 
uno limitado a la ayuda, educación y preservación de 
la prole. Mas dejando esto a una parte, no hay, como 
probé, razón alguna que haga pensar que en ningún 
tiempo deban los padres extenderlo a poder de vida 



50 | john locke

o muerte sobre sus hijos, más que sobre cualesquiera 
otras personas, o que se deba mantener en sujeción a la 
voluntad de sus padres al hijo llegado a hombre hecho 
y con perfecto uso de razón; salvo que el haber recibido 
la vida y la crianza de ellos le obliga al respeto, honra, 
gratitud, asistencia y mantenimiento, mientras vivie-
ren, de su padre y madre. Así, pues, cierto es ser gobier-
no natural el paterno, pero en modo alguno lo será que 
se extienda a los fines y jurisdicciones de lo político. El 
poder del padre no alcanza en absoluto a la propiedad 
del hijo, ceñida a la disposición de éste.

171. En segundo lugar, el poder político es el que 
cada hombre poseyera en el estado de naturaleza y rin-
diera a manos de la sociedad, y por tanto de los gober-
nantes que la sociedad hubiera sobre sí encumbrado; y 
ello con el tácito o expreso cargo de confianza de que 
dicho poder sería empleado para el bien de los cesio-
narios y la preservación de su propiedad. Ahora bien, 
este poder, que tiene cada hombre en estado de na-
turaleza y que entrega a la sociedad en cuanto de ella 
pueda cobrar aseguramiento, era para usar, mirando a 
la preservación de su propiedad, los medios que tuviera 
por válidos y la naturaleza le consintiera; y para castigar 
en otros hombres la afrenta a la ley de naturaleza del 
modo (según su mejor entendimiento) más adecuado 
para la preservación de sí mismo y del resto de la huma-
nidad; de suerte que siendo fin y medida de este poder, 
cuando en estado de naturaleza se halla en las manos 
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de cada quien, la preservación de cuantos participaren 
de su estado —esto es, de la humanidad en general— 
no tendrá el poder transmitido a manos del magistrado 
más fin ni medida que la preservación de los miembros 
de dicha sociedad en sus vidas, libertades y posesiones, 
por lo que no ha de ser poder arbitrario, absoluto sobre 
sus vidas y fortuna, las cuales hasta el último posible 
extremo deberán ser preservadas, sino poder de hacer 
leyes y anexarles penas mirando a la preservación del 
conjunto, por segregación de aquellas partes, y sólo de 
aquéllas, ya tan corrompidas que amenazaban al bueno 
y sano: sin cuyas condiciones ninguna severidad fuera 
lícita. Y este poder tiene su venero sólo en el pacto y 
acuerdo y el consentimiento mutuo de quienes consti-
tuyen la comunidad.

172. En tercer lugar, poder despótico es el arbitra-
rio y absoluto que tiene un hombre sobre otro para qui-
tarle la vida en cuanto le agradare; y éste es poder que ni 
lo da la naturaleza, en modo alguno autora de tal distin-
ción entre uno y otro hombre, ni por convenio se podrá 
establecer. Porque no disponiendo el hombre de tal se-
ñorío arbitrario sobre su vida, no acertará a conceder a 
otro hombre tal poder sobre ella: mas este es mero efec-
to de la pérdida, por el agresor, del derecho a su vida, al 
ponerse en estado de guerra con otro. Porque habiendo 
él renunciado a la razón, por Dios otorgada como ley 
entre el hombre y su semejante, y a las sendas pacíficas 
por ella descogidas, y recurrido a la fuerza para llevar 
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adelante a expensas de otro injustos fines a que no tiene 
derecho, expónese a ser destruido por su adversario a la 
primera ocasión, lo propio que cualquier otra criatura 
salvaje y peligrosa que amague destrucción para su ser. 
Y así los cautivos, ganados en justa y lícita guerra, y sólo 
ellos, están sometidos al poder despótico, que no nace 
de pacto, ni fuera éste por ninguno otorgable, sino que 
es prosecución del estado de guerra. Porque ¿cómo va 
a poder convenirse con hombre que no es dueño de su 
propia vida? ¿Qué condición alcanzaría a cumplimen-
tar? Y ya, una vez se le permitiera el señorío en su vida, 
cesara el poder arbitrario, despótico, de su amo. Quien 
sea dueño de sí mismo y de su propia vida tendrá tam-
bién derecho a los medios de su preservación; de suer-
te que apenas se produzca el convenio se extinguirá la 
esclavitud, y quien condiciones admitiere entre él y su 
cautivo, en tal grado, abandonará su absoluto poder y 
pondrá fin al estado de guerra.

173. Otorga la naturaleza a los progenitores el pri-
mero de esos tres poderes, o sea el paterno, para be-
neficio de sus hijos menores, para compensar su falta 
de sazón e inteligencia en el manejo de su propiedad 
(entiendo aquí por propiedad, como en otros lugares, 
aquella de que los hombres disfrutan sobre sus personas 
lo mismo que sobre sus bienes). El voluntario acuerdo 
confiere el segundo, esto es, el poder político, a los go-
bernantes, para el beneficio de sus súbditos, y asegura-
miento de ellos en la posesión y uso de sus propiedades. 
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Y la pérdida de derecho, por incumplimiento, procura 
el tercero: el poder despótico dado a los señores para su 
propio beneficio sobre quienes se hallaran de toda pro-
piedad despojados.

174. Quien considere el distinto origen y demar-
cación, y los diferentes fines de esos diversos poderes, 
verá claramente que el poder paterno parece tan mez-
quino junto al del magistrado como el despótico ex-
cede a éste; y que el dominio absoluto, situado como 
se quisiera, se halla tan lejos de constituir una especie 
de sociedad civil que es incompatible con ella, como 
la esclavitud lo es con la propiedad. El poder paterno 
meramente existe donde sus años cortos hacen al hijo 
incapaz del manejo de su propiedad; el político, don-
de los hombres disponen de ella; y el despótico, sobre 
quienes de ella totalmente carecen.
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Capítulo XVI

De la conquista

175. Aunque los gobiernos no pudieron en sus princi-
pios tener más origen que el antes mencionado, ni las 
comunidades políticas fundarse más que en el consen-
timiento del pueblo, de tales desórdenes vino a llenar el 
mundo de la ambición, que entre el estrépito de la gue-
rra, que forma tan gran parte de la historia de los hom-
bres, ese consentimiento apenas si es objeto de nota, por 
lo que muchos trabucaron los conceptos de la fuerza de 
las armas y el consentimiento popular, y consideraron 
la conquista como uno de los veneros del gobierno. 
Pero tan lejos está de erigir un gobierno de la conquista, 
como la demolición de una casa de levantar una nueva 
en su lugar. Sin duda, abre aquélla espacio a las veces a 
nueva erección de una comunidad política, para la des-
trucción de la antigua; pero faltando el consentimiento 
del pueblo, la efectiva instauración será imposible.

176. Todos cuantos no estimaran que bandidos y 
piratas gocen derecho de imperio sobre aquellos que 
con fuerza bastante hubieran podido sojuzgar, ni que 
obliguen a los hombres promesas arrancadas por fuer-
za ilícita, convendrán fácilmente en que el agresor que 
se pone en estado de guerra con otro, e injustamente 



ensayo sobre el gobierno civil   |   55     

invade el derecho ajeno, no pueda, por tal injusta gue-
rra, conseguir jamás derecho sobre los vecinos. Si un 
salteador forzara mi casa y con la daga en mi garganta 
me obligara a sellarle títulos de donación de mi hacien-
da, ¿serían títulos éstos? Pues otro igual alcanza con su 
espada el conquistador injusto que me obliga a la su-
misión. El agravio y el crimen es parejo, ora le cometa 
quien lleva corona o algún ruin malhechor. La alcurnia 
del delincuente y el número de su séquito no causan di-
ferencia en el delito, como sea para agravarlo. La única 
diferencia es que los grandes bandidos castigan a los la-
dronzuelos para mantenerles en su obediencia; pero los 
mayores son recompensados con lauros y procesiones 
triunfales, por lo sobrado de su magnitud para las flacas 
manos de la justicia de este mundo, y porque conservan 
el poder que castigar debiera a los delincuentes. ¿Cuál es 
mi remedio contra un salteador que así forzare mi casa? 
Apelar por justicia a la ley. Pero tal vez la justicia me sea 
negada, o acaso yo, tullido, no pueda moverme y, roba-
do, carezca de los medios de alcanzarla. Si Dios me ha 
quitado toda forma de posible remedio, nada me queda 
sino la paciencia. Pero mi hijo, cuando sea de ello capaz, 
buscará reparación por la ley, que a mí me fue negada; él 
o su hijo renovarán su apelación hasta el recobro de su 
derecho. Mas el vencido o sus hijos no tienen tribunal, ni 
árbitro en la tierra a quien apelar. Podrán hacerlo como 
Jefté, al cielo, y repartir su apelación hasta recobraren 
el nativo derecho de sus pasados, que fue el de levantar 
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sobre ellos un poder legislativo que lo más aprobaran y 
al que valieran con libre aquiescencia. Si se me objetare 
que eso causaría indefinida perturbación, responderé 
que no será ésta mayor que la permitida por la justicia 
al permanecer abierta a cuantos apelaren a ella. Quien 
perturba a su vecino sin causa, es por ello castigado por 
la justicia del tribunal a quien acuda. Y quien apele al cie-
lo deberá estar seguro de que le asiste el derecho y que 
además el derecho sea tal que valga la pena y costo de la 
apelación, pues deberá responder ante un tribunal al que 
no cabe engañar y que ciertamente retribuirá a cada uno 
según los daños que haya causado a su prójimo, esto es, 
a cualquier parte de la humanidad. De lo que es fácil de-
ducir que quien vence en guerra injusticia, no por ellos 
gana título a la sumisión y obediencia de los vencidos. 

177. Pero suponiendo que la victoria favorezca a la 
parte justa, consideremos al conquistador en guerra lí-
cita y veamos qué poder consigue y sobre quién. 

En primer lugar, es evidente que por su conquis-
ta no alcanza poder sobre quienes conquistaron con 
él. Los que a su lado lucharon no pueden sufrir por la 
victoria, antes permanecerán, al menos, hombres tan 
libres como fueran antes. Y por lo común sirven por 
un término de tiempo, y con la condición de compartir 
con su caudillo y disfrutar de su asignación del botín, 
y otras ventajas que la espada granjea, o al menos ver-
se atribuida una parte del país subyugado. Y me atrevo 
a esperar que a las gentes vencedoras no ha de escla-
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vizar su victoria, ni están sus laureles como emblema 
de sacrificio en la festividad triunfal de su señor. Los 
que basan la monarquía absoluta en el título de la es-
pada, pintan a sus héroes, fundadores de tales monar-
quías, como insignes espadachines y olvidan que hu-
bieren tenido algún concurso de oficiales y soldados 
que combatieran al lado de ellos, o les asistieran en el 
sometimiento de la tierra señoreada, o en su posesión 
participaran. Refiérenos algunos haber sido fundada 
la monarquía inglesa en la conquista normanda, y que 
por ella nuestros príncipes cobraron título al dominio 
absoluto, lo cual de ser cierto (pues en la historia de 
esta suerte aparece), y supuesto que a Guillermo asis-
tiera el derecho de hacer guerra en esta isla, limitara su 
dominio por conquista a puros sajones y britanos que 
entonces poblaban el país. Los normandos que con él 
vinieron y le valieron en la conquista, y cuántos de ellos 
descendieron, hombres libres son y no por conquista 
sojuzgados; y venga de ellos el dominio que viniere. Y 
si yo o cualquier otro reivindicarse su libertad como de 
ellos derivada, durísima labor costará sacar prueba de 
lo contrario; y es bien patente que ley que entre unos 
y otros no distinguiera, no ha de entender que exista 
diferencia alguna en su libertad o privilegios. 

178. Pero suponiendo, lo que rara vez ocurre, que 
quizás conquistadores y vencidos no se integraren en 
uno solo pueblo bajo iguales leyes y libertad, veamos 
qué poder incumba al conquistador sobre el sometido; 
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y yo a tal poder llamo puramente despótico. De poder 
absoluto goza sobre las vidas de quienes, mediante in-
justa guerra, perdieron por tal incumplimiento su dere-
cho, mas no sobre las vidas o fortunas de quienes no se 
emplearon en la guerra, ni sobre las posesiones aun de 
aquellos que en la guerra se hubieren empleado. 

179. En segunda lugar, digo, pues, que el conquis-
tador no consigue poder sino sobre aquellos que en 
efecto hubieran asistido, concurrido o consentido a la 
injusta fuerza que contra él se hubieran usado. Porque 
no habiendo dado el pueblo a sus gobernantes facultad 
de hacer cosa injusta, como es la injusta guerra (porque 
jamás tuvieran ellos mismo tal derecho), no deberían 
ser tenidos por culpables de presión o violencia ningu-
na en injusta guerra cometida, más allá de sus efectivas 
complicidades; como no habrán de ser tenidos por cul-
pables de opresión o violencia alguna que sus gober-
nantes usaren sobre su mismo pueblo, o parte alguna 
de sus súbditos propios, quienes no les facultaron más 
para esto que para aquello. Cierto es que los conquista-
dores sólo raras veces se preocupan de hacer tal distin-
ción, antes permiten de buen grado que la confusión de 
la guerra lo arruine todo a un tiempo, pero eso no altera 
el derecho, porque emanando el poder del conquista-
dor sobre las vidas de los vencidos el solo hecho de que 
hubieren usado fuerza para hacer o mantener injusti-
cia, habrá de ceñir aquel poder al número de quienes 
a tal fuerza hubieran concurrido. Todos los demás son 
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inocentes, y no le alcanza más título sobre gentes de tal 
país que no le hubieran hecho que le alcanzara sobre 
cualquier otro que, sin daños o provocación alguna, 
hubiere con él vivido en términos equitativos.

180. En tercer lugar, el poder que un conquistador 
consigue sobre los vencidos en justa guerra es perfecta-
mente despótico; dispone de absoluto poder sobre las 
vidas de quienes, al ponerse en estado de guerra, pudie-
ron por incumplimiento el derecho a ellas, mas no por 
eso gana derecho y título a sus posesiones. No dudo 
que ha de parecer ésta, a primera vista, singular doc-
trina, por tan adversa a la práctica del mundo, pues no 
hay trazo más familiar, en cuanto se habla de dominios 
de países, que decir que ese tal conquistó el otro o el de 
más allá, como si la conquista, sin más ambages, conlle-
vara el derecho de posesión. Mas si miramos despacio, 
la práctica de los fuertes y poderosos, por universal que 
apareciera, valdrá muy rara vez por norma de derecho, 
aunque una parte de la sujeción de los vencidos estribe 
en no argüir contra las condiciones que para ellos la-
bran las espadas vencedoras.

181. Aunque por lo común existiere en toda guerra 
en enmadejamiento de fuerza y daños, y sólo tal cual 
vez deje el agresor de dañar las haciendas al usar fuer-
za contra las personas con quienes guerreare, es sólo 
el uso de fuerza quien pone al hombre en estado de 
guerra. Porque ya por fuerza empezara el agravio, o ya 
habiéndolo causado quietamente y por fraude, se ne-
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gara la reparación, y por la fuerza lo mantuviere, que es 
igual a haberlo por la fuerza desde el principio cometi-
do, siempre el uso injusto de fuerza es quien la guerra 
inicia. Porque quien mi casa allana y violentamente me 
arroja de ella, o en ella entrado apaciblemente, por la 
fuerza me mantiene a cielo descubierto, hace, en efecto, 
la misma cosa, claro que suponiendo que en tal estado 
nos hallemos ambos, que a ningún juez común de la 
tierra pueda yo apelar, a quien ambos debemos some-
ternos, porque a este caso me refiero. Es, pues, el uso 
injusto de la fuerza, lo que a un hombre pone en estado 
de guerra con otro, y así el culpable de él, pierde por 
desafuero el derecho a la vida. Porque al partirse de la 
razón, que es la regla entre hombre y hombre, y acudir 
a la fuerza, que es estilo de brutos, se expone a que le 
destruya aquel a quien atropellara como haría con cual-
quier predatorio animal salvaje, para su vida peligroso.

182. Mas por no constituir los vicios de los padres 
tacha de los hijos, quienes acaso serán racionales y 
pacíficos, a pesar de la brutalidad e injusticia paterna, 
el padre, por sus vicios y violencia, sólo puede perder 
el derecho a la propia dicha, y no envuelve a sus hijos 
en su culpa ni en su destrucción. Sus bienes que, por 
ánimo de la naturaleza, atenta en el sumo grado po-
sible a la preservación de todo linaje humano, habían 
de pertenecer a los hijos, en evitación de que éstos pe-
recieran, seguirán a los hijos perteneciendo. Porque 
supuesto que no hubieren entrado en guerra, por su 
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infancia o por su elección, en nada habrían arriesgado 
su derecho sobre aquellos, ni tiene el conquistador de-
recho alguno a quitárselos por el nudo hecho de haber 
subyugado a quien por la fuerza intentara su deshecho 
de haber subyugado a quien por la fuerza intentara su 
destrucción, aunque tal vez acceda a algún derecho 
sobre los tales para compensación de daños que en 
la guerra hubiera sustentado y defensa de su derecho 
propio, que en breve observaremos a cuanto monta 
en lo concerniente a las posesiones de los vencidos; 
de suerte que quien por conquista cobra derecho so-
bre la persona de un hombre para, si de ello quisiera, 
destruirle, no por ello lo cobra a posesión y goce de su 
hacienda. Porque la fuerza brutal de que el agresor se 
sirviera es lo que da a su adversario derecho a quitarle 
su vida y destruirle a su albedrío, como nociva criatu-
ra; pero sólo el daño prolongado le confiriera título a 
los bienes ajenos; pues aunque pueda yo matar a un la-
drón que me acosare en la carretera, no podré (lo que 
parece harto menos) quitarle el dinero y soltarle: eso 
sería rapiña por cuenta mía. Su fuerza y el estado de 
guerra en que se coloca, le hacen perder el derecho a 
la vida, pero no me dan sobre sus bienes. El derecho, 
pues, de conquista, se extiende sólo a las vidas de quie-
nes en guerra entraron, mas no a sus haciendas, salvo 
en lo tocante a la reparación por daños y cargas de la 
guerra, aunque con reserva, por otra parte, del derecho 
de la inocente consorte y de los hijos.
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183. Aun asistiendo al conquistador toda la justicia 
imaginable, no tendrá derecho a apoderarse de más de 
aquello a que perdiera su derecho el vencido; la vida de 
éste se halla a merced del vencedor, quien de su servicio y 
bienes podrá adueñarse para cobrar repartición; pero no 
podrá arrebatar lo que perteneciere a su esposa e hijos, 
por alcanzar también a ellos título a los bienes de que el 
vencido gozara, y sus partes en la hacienda que poseyera. 
Por ejemplo, yo habré agraviado en estado de naturaleza 
(y todas las repúblicas se hallan entre sí en tal estado) a 
otro hombre, y negándome yo a darle satisfacción, llega-
mos al estado de guerra en que mi defensa, por la fuer-
za, de lo injustamente habido, me convierte en agresor. 
Vencido estoy; mi vida, es cierto, según la pérdida de de-
recho causada por mi desafuero, se halla a merced de él; 
mas no la de mi mujer e hijos. No hicieron éstos guerra, 
ni a ella prestaron ayuda. No pude yo perder el derecho a 
sus vidas puesto que no eran mías. Mi mujer tenía parte 
en mi hacienda: tampoco este derecho podía yo perder. 
Y también mis hijos, como de mí nacidos, tenían dere-
cho a que les mantuviera mi trabajo o mi hacienda. Éste 
es pues el caso: el conquistador tiene derecho a repara-
ción por los daños causados; y los hijos, a la hacienda de 
su padre para su mantenimiento. Y en lo que concierne 
a la parte de la mujer, bien causara este derecho su traba-
jo o el pacto matrimonial, evidente es que el marido no 
podía perder el derecho a que ella perteneciera. ¿Cómo 
convendrá conducirse en tal caso? Responderé que 
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siendo ley fundamental de la naturaleza que todos, en 
el sumo grado posible, sean preservados, se deduce de 
ella que si no hubiera suficientes bienes para satisfacer 
a ambos fines, esto es reparación de daños al conquista-
dor y mantenimiento de los hijos, quien tuviera sobrado 
deberá reducir en un tanto su plena satisfacción, y dar 
paso al título urgente y preferible de quienes se hallan en 
peligro de perecer si éste les fallare.

184. Pero aun suponiendo que la carga y daños de la 
guerra deban ser compensados al conquistador hasta el 
último ochavo, y que los hijos de los vencidos, despoja-
dos de toda la hacienda de su padre, sean abandonados 
a la inopia y a la muerte, todo el abono de cuanto, por 
aquellos motivos, se debiere al conquistador difícilmen-
te le otorgará el título de dominio sobre cualquier país 
que conquistare. Porque los daños de la lucha a duras pe-
nas podrán equivaler a cualquier trecho considerable de 
la tierra en cualquier parte del mundo en que todo el sue-
lo esté poseído y sin cacho yermo. Y si yo no le quité al 
conquistador su tierra, lo que daba mi condición de ven-
cido, fuera imposible, con dificultad ningún otro daño 
causado podrá equivaler a la tierra mía, suponiéndola de 
una extensión relativamente pareja a la de su posesión, 
y también similarmente cultivada. La destrucción de 
los frutos de un ario o dos (porque raras veces se llega 
a cuatro o cinco) es, comúnmente, el mayor perjuicio 
que pueda causarse. Porque en cuanto al dinero, y otras 
tales riquezas y tesoros arrebatados, no son éstos bienes 
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de la naturaleza, sino que tienen sólo valor imaginario y 
fantástico; la naturaleza no les dio ninguno. No son, a jui-
cio de ella, de más importancia que el wampompeke4 de 
los americanos para un príncipe europeo, o las monedas 
de plata europeas en lo antiguo para un americano. Y el 
producto de cinco años no sube al precio de la perpe-
tua herencia de la tierra, si toda ella fuera poseída y sin 
cacho yermo, cobrada por el perjudicado; lo que será 
fácilmente admitido con que se deje al lado el valor ima-
ginario del dinero, siendo la desproporción mayor que 
entre cinco y cinco mil; aunque también es cierto que los 
frutos de medio ario valen más que la herencia en parajes 
en que excediendo la tierra a lo poseído y usado por los 
habitantes, libre fuera cada cual de servirse de las partes 
sobrantes. Pero los vencedores no reparan tanto al apo-
derarse de las tierras de los vecinos. Ningún daño, pues, 
que los hombres en el estado de naturaleza (como lo es-
tán los príncipes y gobiernos todos entre sí) pueda sufrir 
uno de otro, dará al vencedor la facultad de desposeer a 
la prole del vencido, y a echarla del heredamiento que 
debiera ser posesión de ellos y de sus descendientes en 
el curso de las generaciones. Sin duda, el vencedor estará 
inclinado a darse por dueño; y es propia condición de los 

4  Transcripción inglesa, con ortografía variable, del nombre 
“cuentas blancas”, producto que los indios norteamericanos 
utilizaban como moneda. Empleábase variedad de cáscaras 
para la habilísima fabricación de cuentas. (N. del T.)



ensayo sobre el gobierno civil   |   65     

vencidos no poder contender por su derecho. Pero ese 
modo, si más no hubiere, no causa más título que el de 
la nuda fuerza otorgare al más fuerte sobre el más débil 
por cuya razón podrá el de mayor fuerza tener derecho a 
todo cuanto le agradare arrebatar.

185. Sobre aquéllos, pues, que a él se unieron en 
guerra, y aun sobre los moradores del país sojuzgado 
que no le hubieran opuesto, y aun sobre la posteridad 
de los que le hubieran hecho fuerza, el conquistador, 
aun en justa guerra, no adquiera por su victoria dere-
cho al dominio. Libres están los dichos de sujeción al-
guna hacia él, y si su primer gobierno se disolviera, en 
franquía se hallan para empezar y erigir otro para sí.

186. Verdad es que el vencedor, usualmente por la 
fuerza que sobre ellos tiene, les obliga, hincándoles la 
espada en el pecho, a postrarse ante sus condiciones y a 
someterse al gobierno que le agradare depararles; mas lo 
que se pregunta es: ¿qué derecho tiene a ello? Si se dice 
que se sometieron por su consentimiento, ello autoriza-
rá que tal consentimiento sea título necesario para que 
el vencedor les gobierne. Faltará sólo considerar si las 
promesas arrancadas por la fuerza y contra el derecho sa-
brán ser tenidas por consentimiento, y hasta qué punto 
habrán de obligar. Sobre ello diré que en modo alguno 
obligan; porque de cualquier cosa que por la fuerza se 
me quitare, conservo todavía el derecho, como el otro 
está obligado a puntual devolución. El que me arrebata el 
caballo deberá seguidamente devolverlo, y me asiste a mí 
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todavía el derecho de recobrarlo. Por igual razón, quien 
me arrancó una promesa está obligado a devolución ex-
pedita, esto es, a sacarme de la obligación de ella; o bien 
puedo yo recuperarla, esto es, decidir si la cumplo o no. 
Porque dado que la ley de la naturaleza sólo me impone 
obligación según las reglas por ella prescritas, no puede 
por la violación de estas reglas obligarme; y es hacer tal 
imponerme una exacción por la fuerza. Ni altera en lo 
más mínimo el caso decir que prometí; como no excusa 
la fuerza ni transfiere derecho mi acto de meter mano al 
bolsillo y entregar la bolsa a un ladrón que me la pide con 
la pistola apuntándome al pecho.

187. De todo lo cual se sigue que el gobierno del 
vencedor, impuesto por la fuerza a vencidos contra 
quienes no tuviere derecho de guerra o que no hubie-
ren tomado parte contra él en la guerra en que le asis-
tiere tal derecho, no podrá someterlos a obligación.

188. Pero supongamos ahora que todos los hom-
bres de aquella comunidad, como miembros del mismo 
cuerpo político, puedan ser tenidos como participantes 
de dicha guerra injusta, por la que fueron vencidos, 
quedando así sus vidas a merced del vencedor.

189. Digo que esto no concierne a sus hijos toda-
vía en minoría. Porque ya que un padre no posee, en sí 
mismo, poder sobre la vida o libertad de su hijo, no ha-
brá acto suyo por el que se perdiera el derecho a ellas; 
de suerte que los hijos, fuera cual fuera la suerte de sus 
padres, serán hombres libres, y el poder absoluto del 
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vencedor no pasa de las personas de los vencidos, y con 
ellos expira; y aunque les hubiere gobernado como es-
clavos, sujetos a su poder arbitrario y absoluto, carecen 
de tal derecho de domino sobre los hijos de ellos. So-
bre éstos no tendrá poder más que por su propio con-
sentimiento, por mucho que pudiera obligarles a decir 
o hacer; y no gozará de autoridad legítima mientras la 
fuerza, y no la elección, a sumisión les obligue.

190. Cada hombre nació con un doble derecho. 
Primero, de libertad para su persona; y sobre ésta no 
tiene poder hombre alguno, mas la libre disposición 
de ella en aquél mismo radica. En segundo lugar, el de-
recho ante cualquier otro hombre de heredar, con sus 
hermanos, los bienes de su padre.

191. Por el primero de ellos, el hombre es natu-
ralmente libre de sujeción a ningún gobierno, aunque 
haya nacido en lugar que se hallare bajo tal jurisdicción. 
Pero si repudia el legítimo gobierno del país en donde 
nace, debe también abandonar el derecho que le per-
teneció, según aquellas leyes, y las posesiones que le 
vinieran de sus pasados, dado que el gobierno hubiera 
sido establecido por su consentimiento.

192. Por el segundo, los habitantes de cualquier 
país, que desciendan y deriven el título de sus haciendas, 
de los vencidos, y se hallen bajo un gobierno impuesto 
contra su libre consentimiento, retendrán el derecho a 
la posesión de sus pasados, aunque no consientan li-
bremente en el gobierno cuyas ásperas condiciones do-
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blegaron, por la fuerza, a los poseedores de aquel país. 
Porque no habiendo cobrado jamás el primer conquis-
tador derecho a aquellos territorios, los descendientes 
de quienes se vieron obligados a someterse por la fuerza 
al yugo de un gobierno, o subordinadamente a los ta-
les reclamaren, tendrán siempre el derecho a zafarse y 
librarse de la usurpación o tiranía impuesta por la espa-
da, hasta que sus gobernantes les pongan en tal estilo 
de gobierno que ya de buen grado y por elección en él 
consientan. Lo que jamás pudiera suponerse acaecede-
ro, hasta que fueran dejados en estado pleno de libertad 
para escoger su gobierno y gobernantes, o al menos has-
ta que tuvieren leyes permanentes a que hubieren, por 
sí mismos o por sus representantes, dado libre aquies-
cencia, y también se les hubiere cedido la propiedad que 
les correspondiera: lo cual significa ser tan propietarios 
de lo suyo que nadie pueda, sin consentimiento suyo, 
tomar parte alguna de ello; sin lo cual los hombres, bajo 
cualquier gobierno, no serán hombres libres, sino escla-
vos inequívocos bajo fuerza de guerra. Y ¿quién duda 
que los cristianos griegos, descendientes de los antiguos 
poseedores de aquel país, puedan justamente descartar 
el yugo turco, bajo el cual por tanto tiempo gimieron, en 
cuanto contaren con poder para ello?

193. Pero aun si se otorgara que el vencedor en justa 
guerra tuvieran derecho a las haciendas, a las personas 
de los vencidos (del que manifiestamente carece), no 
podría de ahí deducirse el poder absoluto en la seguida 
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de su gobierno, porque siendo hombres libres todos los 
descendientes de aquéllos, si recibieran de él haciendas 
y posesiones para vivir en su país, sin lo cual éste nada 
importara, valdrá la merced por la propiedad que con-
tuviere, y la naturaleza de ésta radica en no poder, sin el 
consentimiento de su dueño, serle arrebatada.

194. Sus personas son libres por derecho nativo, y 
sus propiedades, mayores o menores, les pertenecen y 
están a su disposición y no a la de él: de otra suerte no 
serían propiedad. Supóngase que el vencedor da a un 
hombre mil estadales para sí y sus herederos a perpe-
tuidad; y que a otro arrienda mil estadales, con carácter 
vitalicio, mediante la renta de cincuenta o quinientas 
libras al año. ¿No tendrá el primero derecho a sus mil 
estadales para siempre, y el segundo durante su vida, si 
pagare la renta precitada? ¿No tendrá el arrendatario, de 
por vida, la propiedad en todo cuanto consiga fuera de 
su renta por encima de ella, por su trabajo y fatigas, du-
rante dicho término, suponiendo que doblare la renta? 
¿Puede cualquiera decir que el rey o vencedor, tras su 
concesión, tendrá expedito, por su poder de vencedor, 
quitar toda parte de la tierra a los herederos del primero, 
o al segundo durante su vida, supuesto que éste pague la 
renta? ¿O podrá arrebatar a su antojo los bienes o dine-
ros que hayan conseguido sobre dicha tierra? Si pudiera, 
todos los contratos libres y voluntarios del mundo cesa-
rán y serán nulos: el puro poder bastará para disolverlos 
en cualquier tiempo, con lo que todas las mercedes y 
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promesas de gentes en autoridad vendrán a resultar pura 
burla y maquinación fraudulenta. Porque ¿puede haber 
nada más ridículo que decir: esto doy a ti y a los tuyos 
para siempre, y hágalo en el más seguro y solemne modo 
de cesión, pero queda entendido que tengo el derecho, 
si se me antoja, de quitártelo de nuevo mañana mismo?

195. No he de debatir, ahora, si los príncipes se exi-
men de las leyes de su país; pero de una cosa estoy se-
guro, y es de que deben sujeción a las leyes de Dios y la 
naturaleza. Nadie, ningún poder puede eximirles de la 
obligación de esos eternos mandatos. Y ellos son tales 
y tan fuertes cuando se trata de promesas que la misma 
omnipotencia queda por ellas vinculada. Concesiones, 
promesas y juramentos, vínculos son que ligan al Todo-
poderoso, digan lo que dijeren algunos lisonjeros ante 
los príncipes de este mundo, los cuales, todos juntos, 
con todas sus gentes a ellos unidos, son, en compara-
ción del magno Dios, como una gota de balde, o motas 
de polvo en la balanza: insignificancia y nada.

196. El caso de la conquista, resumido, aparece 
así: el vencedor, si su causa fuera justa, conseguirá 
poder despótico sobre las personas de cuantos efec-
tivamente ayudaron y concurrieron a la guerra contra 
él, y el derecho de compensar daños habidos y costos 
mediante el trabajo y haciendas de ellos, de suerte 
que no agravie el derecho ajeno. Sobre el resto de las 
gentes, si las hubiere habido renuentes a la guerra, y 
sobre los hijos de los propios cautivos, y las posesio-
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nes de éstos y aquéllos, no tendrá poder, y así no le 
incumbe, en virtud de su conquista, título alguno le-
gítimo de dominio sobre ellos, o que pueda derivar a 
su posteridad; mas si es agresor, y se pone en estado 
de guerra contra ellos, no ha de tener mejor derecho 
al principado, él ni ninguno de sus sucesores, del que 
tuvieron Hingar o Hubba, los daneses, en Inglaterra, 
o Espartaco, si hubiere conquistado a Italia: su único 
derecho es que su yugo fuera quebrantado en cuanto 
Dios otorgare a los caídos en sujeción valor y opor-
tunidad para hacerlo. Así, a pesar de cualesquiera tí-
tulos que los reyes de Asiria tuvieran sobre Judá, ha-
bidos por la espada, Dios ayudó a Ezequías para que 
sacudiera el dominio de aquel imperio conquistador. 
“Y el Señor estuvo con Ezequías, y él prosperó; por lo 
cual siguió adelante y se rebeló contra el rey de Asi-
ria y no le sirvió” (2 R., 18, 7). Lo que evidencia que 
sacudir el poder que por fuerza, y no por derecho, ha-
bía cobrado señorío, no es, aunque llevare el nombre 
de rebelión, ofensa ante Dios, sino que éste la per-
mite y sostiene, aunque hubieren intervenido, bien 
que conseguidos por la fuerza, convenios y prome-
sas; porque es muy probable, para cualquiera que lea 
la historia de Ahaz y Ezequías atentamente, que los 
asirios sometieron a Ahaz y le depusieron, e hicieron 
rey a Ezequías en vida de su padre, y que Ezequías, 
por convenio, rindió su homenaje y pagó su tributo 
hasta el tiempo dicho.
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Capítulo XVII

De la usurpación

197. Así como la conquista puede ser llamada usurpa-
ción extranjera, así la usurpación es una especie de con-
quista doméstica, con una diferencia: que al usurpador 
jamás puede asistirle derecho, no pudiendo haber usur-
pación más que cuando uno entra en posesión de lo 
que a otro pertenece. Esta, mientras de usurpación no 
pasa, es cambio sólo de personas, mas no de las formas 
y leyes del gobierno, porque si el usurpador extiende 
más allá su poder de lo que por derecho perteneciera 
a los legítimos príncipes o gobernantes de la república, 
ya se tratara de tiranía unida a la usurpación.

198. En todos los gobiernos legítimos, la designa-
ción de las personas que deben gobernar es tan natu-
ral y necesaria parte de la institución como la misma 
forma de gobierno, cuando ésta en su establecimiento 
venga originariamente del pueblo. Casi tanta anarquía 
es no tener forma de gobierno alguno, como conve-
nir que será monárquico, mas no determinar el modo 
de designar a la persona en quien residirá el poder y 
será monarca. Todas las repúblicas, pues, tienen, con 
su forma de gobierno, reglas también para designar 
y transferir el derecho a quienes deban tener alguna 
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participación en la autoridad pública; y quienquiera 
que entre en el ejercicio de parte alguna del poder por 
otras vías que las prescritas por la ley de la comunidad 
carecerá de derecho a ser obedecido, aunque siguiere 
preservada la forma de la sociedad política; pues no es 
él la persona designada por las leyes y, por tanto, aque-
lla a quien diera el pueblo su consentimiento, ni puede 
tal usurpador, ni nadie que de él descendiere, cobrar 
título cierto hasta que, a la vez, tenga el pueblo libertad 
de consenso y haya efectivamente consentido en ad-
mitir y confirmar en él aquel poder que hasta entonces 
fuera usurpado.
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Capítulo XVIII

De la tiranía

199. Así como usurpación es ejercicio de poder a que 
otro tuviere derecho, tiranía es el ejercicio de poder 
allende el derecho a lo que no tiene derecho nadie; y 
ello es hacer uso del poder que cada cual tiene en su 
mano, no para el bien de los que bajo él se encontraren, 
sino para su separada y particular ventaja. Cuando el 
gobernante, sea cual fuera su título, no cumple la ley, 
sino su voluntad, ya la autoridad y sus mandatos y ac-
ciones no se dirigen a preservar las propiedades de su 
pueblo, sino la satisfacción de sus ambiciones, vengan-
zas, codicia o cualquier otra desenfrenada demasía.

200. Si alguien pudiere dudar de que esta sea la 
verdad o razón, por proceder de la oscura mano de un 
súbdito, espero que la autoridad de un rey le dará crédi-
to. El rey Jaime, en su discurso al Parlamento de 1603, 
dijo así: “En toda ocasión preferiré el bienestar del pú-
blico y de toda la comunidad política en la elaboración 
de buenas leyes y constituciones, a cualesquiera fines 
míos particulares y privados; entendiendo siempre que 
la riqueza y bienestar de la comunidad habrán de ser 
mi mayor bienestar y felicidad terrena, punto en el cual 
el rey legítimo difiere netamente del tirano; porque re-
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conozco que el específico y mayor punto de diferencia 
que exista entre un rey legítimo y un tirano usurpador 
es éste: que mientras el soberbio, ambicioso tirano 
piensa que su reino y sus gentes están sólo ordenados a 
la satisfacción de sus deseos y apetitos desrazonables, el 
recto y justo rey debe, al contrario, reconocerse como 
destinado a procurar la riqueza y propiedad de sus gen-
tes.” Y en otra ocasión, en su discurso al Parlamento de 
1609, pronunció estas palabras: “El rey se obliga, por 
doble juramento, a la observancia de las leyes funda-
mentales del reino: tácitamente, por ser rey y estar así 
obligado a proteger tanto a las gentes como las leyes de 
su reino; y expresamente, por el juramento de su co-
ronación; de suerte que todo justo rey, en su asentado 
reino, estará obligado a observar la alianza hecha con 
su pueblo, por sus leyes, haciendo que el gobierno a 
ellas corresponda, según el pacto que Dios hiciera con 
Noé después del diluvio: De aquí en adelante, sementera 
y cosecha y frío y calor y verano e invierno y día y noche 
no cesarán mientras la tierra permaneciere. Y por tanto 
un rey, gobernando en su asentado reino, deja de ser 
rey, y degenera en tirano apenas deje de regir según sus 
leyes.” Y tanto más adelante: “Así, pues todos los reyes 
que no fueran tiranos o perjuros tendrán por ventura 
ceñirse a lo que sus leyes les marcaren; y los que les 
persuaden de lo contrario víboras son y pestes, a la vez 
contra ellos y contra la comunidad.” De tal suerte ese 
docto rey, con buen entendimiento de las nociones de 
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las cosas, establece que la diferencia entre un rey y un 
tirano consiste sólo en esto: que uno hace de las leyes 
límites de su poder, y del bien del público el fin de su 
gobierno; y el otro fuerza cuanto hay a abrir paso a su 
propio albedrío y apetito.

201. Es engaño creer que esta falta se dé tan sólo en 
las monarquías. Otras formas de gobierno están igual-
mente expuestas a ella: porque siempre que el poder, 
puesto en cualesquiera manos para el gobierno del pue-
blo y la preservación de sus propiedades, sea aplicado a 
otros fines, y sirva para empobrecer, hostigar o someter 
las gentes a irregulares, arbitrarios mandatos de los en-
cumbrados, al punto se convierte en tiranía; bien los 
que tal usaren fueran muchos o uno sólo. Así leemos de 
los treinta tiranos de Atenas como de uno en Siracusa; 
y el dominio intolerable de los decenviros en Roma no 
fue cosa mejor.

202. Siempre que la ley acaba la tiranía empieza, si 
es la ley transgredida para el daño ajeno; y cualquiera 
que hallándose en autoridad excediere el poder que le 
da la ley, y utilizare la fuerza a sus órdenes para conse-
guir sobre el súbdito lo que la ley no autoriza, cesará 
por ello de ser magistrado; y pues que obra sin auto-
ridad podrá ser combatido, como cualquier otro hom-
bre que por fuerza invade el derecho ajeno. Ello es cosa 
admitida por lo que toca a magistrados subordinados. 
Quien tiene autoridad para aprehender mi persona en 
la calle, puede ser resistido como ladrón y salteador si 
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intenta forzar mi casa para la ejecución de un manda-
miento, con saber yo él tiene su orden y autoridad legal 
que le facultaría para detenerme afuera de mis paredes. 
Y bien quisiera que me esclarecieran por qué razón esta 
defensa que existe contra los magistrados inferiores no 
haya de mantenerse contra los más empinados. ¿Será 
razonable que el primogénito, por contar con la ma-
yor parte de la hacienda de su padre, deduzca de ello 
el derecho a arrebatar cualquiera de las partes de sus 
hermanos menores? ¿O que un rico, dueño de toda una 
comarca, tenga por tal título derecho a adueñarse cuan-
do le agradare de la casita y huerto de su pobre vecino? 
La posesión legal de sumo poder y riqueza, con gran 
exceso relativamente a la común fortuna de los hijos 
de Adán, lejos de constituir excusa, y mucho menos 
razón de opresión y rapiña, que no otra cosa es dañar 
a otro sin autoridad para ello, será notable agravante. 
Porque a sobrepasar los límites de la autoridad no tie-
ne más derecho el encumbrado funcionario que el más 
chico, ni fuera ello más justificable en un rey que en un 
alguacil. Pero será mucho más grave en aquél en quien 
se depositó mayor trecho de confianza, posiblemen-
te por la ventaja de su educación y consejeros, que le 
valen mejor conocimiento, y por tener menos motivo 
para hacerlo, pues ya goza de mucha mayor parte que 
sus demás hermanos.

203. ¿Cabe, pues, oponerse a los mandatos de un 
príncipe? ¿Podrá resistírsele cada vez que uno se sintie-
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re vejado, y tuviere una sombra de sospecha de que no 
se le guardó justicia? Eso desgonzaría y derribaría cual-
quier especie de régimen; y en vez de orden y gobierno 
no dejará sino confusión y anarquía.

204. A eso respondo: Que la fuerza no debe opo-
nerse más que al uso injusto e ilegal de la fuerza. Quien 
se opusiere en cualquier otro caso, sobre sí atrae la justa 
sentencia de Dios y el hombre a la vez; por lo cual no ha-
brá de sobrevenir (como tan a menudo se supusiera) pe-
ligro o confusión. Lo cual en cuatro puntos se establece:

205. Primero. En algunos países la persona del 
príncipe es, por ley, sagrada; de suerte que cualesquie-
ra cosas mandare o hiciere seguirá en su persona libre 
de todo interrogatorio o violencia, jamás expuesto a la 
fuerza o a censura o condena judicial de ninguna espe-
cie. Más cabrá hacer oposición a los actos de cualquier 
funcionario subalterno u otro por él comisionado; a 
menos que, poniéndose el príncipe efectivamente en 
estado de guerra contra su pueblo, disuelva el gobierno 
y los remita a aquella forma de defensa que a cada cual 
pertenece el estado de naturaleza. Porque de cosas tales 
¿quién acertaría a pronosticar el porvenir? Y un reino 
vecino ofreció al mundo singular ejemplo. En todos los 
demás casos el carácter sagrado de la persona del prín-
cipe le exime de toda inconveniencia, por lo que está 
asegurado, mientras el gobierno siguiere en pie, con-
tra cualquier daño y violencia; e imposible fuera hallar 
más sabia ordenación. Porque no siendo probable que 
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el daño que pueda hacer personalmente acaezca a me-
nudo, ni a mucho se extienda, no sabiendo por su sola 
fuerza subvertir las leyes ni oprimir el cuerpo popular 
(aun si algún príncipe hubiera de tal flaqueza y malevo-
lencia que a ello estuviere dispuesto), el inconveniente 
de algunos daños particulares a las veces acaecedero 
cuando un rey temerario asciende al trono, bien com-
pensado quedará por la paz del público y seguridad del 
gobierno en la persona del principal magistrado, pues-
to así fuera de los alcances del peligro; pues es más se-
guro para el cuerpo social el riesgo de que sufran unos 
pocos particulares tal cual vez, que la exposición fácil y 
por leves motivos de la cabeza del Estado.

206. Segundo. Pero tal privilegio, sólo a la persona 
del rey perteneciente, no impide que sean interroga-
dos, adversados y resistidos quienes emplearen fuerza 
injusta, aunque pretendieren tener de aquél una comi-
sión no autorizada por la ley, como es notorio en el 
caso de quien tiene regio mandato para prender a un 
hombre, lo que es pleno encargo del rey, y con todo 
no podrá allanar la casa de tal hombre en cumplimien-
to del mandato, ni ejecutar éste en ciertos días ni en 
ciertos lugares, aunque su comisión no exprese tales 
excepciones; mas tiene la ley sus lindes y, si alguien los 
traspasare, no le excusará la comisión regia. Porque 
habiendo sido dada la autoridad al rey por sola ley, no 
puede facultar a ninguno para que contra ella proceda, 
o justificarle por su comisión si tal hiciere. La comisión 
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o mandato de cualquier magistrado en lo que no le in-
cumbiere autoridad alguna, es tan nula e insignificante 
como la de cualquier particular, y la diferencia entre 
éste y aquél es que el magistrado tiene cierta autoridad 
hasta tal punto y a tales fines, y en particular, ninguna; 
porque no es la comisión, sino la autoridad lo que da 
el derecho de obrar, y no puede haber autoridad con-
tra las leyes. Pero a pesar de tal resistencia, la persona 
y autoridad del rey siguen aseguradas, y no hay, pues, 
peligro para el gobernante o gobierno.

207. Tercero. Supuesto un gobierno en que la perso-
na del principal magistrado no fuera tenida por sagrada, 
ni siquiera allí la doctrina de la legitimidad de la resisten-
cia a cualquier ejercicio ilegítimo de su poder le pondrá 
en peligro a cada liviana ocasión, como tampoco embro-
llará al gobierno; porque donde la parte agraviada sepa 
hallar su remedio y reparación a sus daños por apelación 
a la ley, no podrá haber pretexto para la fuerza, que úni-
camente será lícita cuando fuera estorbada la apelación a 
la ley. Pues ninguna fuerza por hostil deberá ser tenida, 
como no suprima el remedio de tal apelación; y es sólo 
esta especie de fuerza la que pone a quien la usare en es-
tado de guerra, legitimando el acto de resistir. Un hom-
bre, espada en mano, me pide mi bolsa en la carretera, 
cuando tal vez no me queden sino unos ochavos en el 
bolsillo. A este hombre podré lícitamente matar. Habré 
entregado a otro cien libras sólo para que me las tuviere 
mientras yo descabalgare; y al hallarme de nuevo en pie 
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se niega él a devolvérmelas y saca su espada para defender 
la posesión de ellas por la fuerza. El daño que ese hom-
bre me causa es cien o acaso mil veces mayor que el que 
tal vez se propusiera el otro (ése a quien maté antes de 
que en realidad me causara ninguno); y con todo, pude 
legítimamente matar a aquél y no podré tocarle a éste un 
pelo de la ropa. La razón de ello es sencillísima; por usar 
el primero fuerza que amenazaba mi vida, hubiérame fal-
tado tiempo, de haber recurrido a la ley, para asegurarla; 
y perdida aquélla, perdía toda posibilidad de apelación. 
La ley no pudiera devolver la vida a mis despojos. Hubie-
ra sido la pérdida irreparable; en prevención de lo cual la 
ley de naturaleza me dio el derecho de destruir a quien, 
poniéndose en estado de guerra contra mí, amagara mi 
destrucción. Pero en el otro caso, no hallándose mi vida 
en peligro, cabíame el beneficio de apelar a la ley, y alcan-
zar por este medio reparación de mis cien libras.

208. Cuarto. Pero si los actos ilegítimos del magis-
trado fueran mantenidos (por el poder que le asiste), 
y el remedio, por la ley debido, resultare por el mismo 
poder estorbado, con todo, el derecho a la resistencia, 
ni por tan manifiestos actos de tiranía, no perturbará 
de repente ni por fútiles motivos al gobierno. Porque si 
ellos no abarcan más que algunos casos de particulares, 
por más que tuvieren éstos derecho a defenderse y a re-
cobrar por la fuerza lo que por fuerza ilegal se les hubie-
re arrebatado, sin duda, su derecho no les llevaría tan 
fácilmente a una contienda en que estuvieran seguros 
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de sucumbir, pues es imposible para uno o unos pocos 
vejados perturbar al gobierno cuando el cuerpo popu-
lar no se diera por concernido: como si un loco furio-
so o un agitador temerario se propusiera derribar a un 
Estado sólidamente establecido, con lo que la gente se 
sentirán tan poco movidas a seguir al uno como al otro.

209. Pero si esos actos ilegales se hubieren extendi-
do a la mayoría del pueblo, o si el daño y opresión hu-
biere tocado sólo a algunos, pero en casos tales que pre-
cedente y consecuencia parecieren amenazar a todos, 
y todos se persuadieren de que con ellos peligran sus 
haciendas, libertades y vidas, y acaso su misma religión, 
no acertaré yo a decir cómo podría impedírseles la resis-
tencia a la fuerza ilegal contra ellos usada. Confieso ser 
este inconveniente a que se exponen todos los gobier-
nos, cualesquiera que fueran, cuando los gobernantes 
se hallan en aprieto debido a la general sospecha de su 
pueblo, que es el más peligroso estado, posiblemente, 
en que puedan verse, y aquel en que menos deberán ser 
compadecidos, pues les hubiera sido tan fácil no llegar 
a él. Pues es imposible para un gobernante, si de veras 
se propusiere el bien de su pueblo y la preservación a 
un tiempo de sus gentes y sus leyes, no dejárselo ver ni 
sentir, como lo fuera para un padre de familia no dejar a 
sus hijos ver que les ama y les guarda solicitud.

210. Mas si todo el mundo observa que los pretex-
tos van por un lado y las acciones por otro; y que se 
recurre a artificios para eludir la ley; y ya el depósito 
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de confianza de la prerrogativa (que es poder arbitrario 
dejado, para ciertas cosas, a mano de príncipes: miran-
do al bien, no al daño, del pueblo) usado viniera con-
trariamente al fin para que fue dado; y viera el pueblo 
elegido a ministros y magistrados inferiores por con-
dición de adecuados a aquellos fines, y favorecidos o 
descartados según los favorezcan o no; y se produzcan 
a la vista diversos experimentos del poder arbitrario, 
y resulte que por bajo cuerda favorece una religión, 
contra la cual en público protestara el más dispuesto a 
introducirla, mientras gozaban sus operaciones del ma-
yor valimiento; y cuando aparezca que lo que no hay 
que hacer es con todo aprobado, y a todo preferido, y 
una larga seguida de acciones demuestre que todos los 
consejos tendieron al mismo plan, ¿cómo podrá toda-
vía uno evitar en su propio espíritu la convicción del 
camino que toman las cosas, o dejar de buscar trazas 
para salvarse? No vacilará más en ello que en creer que 
el capitán de la nave en que se encuentre le iba a condu-
cir a él y demás compañeros de Argel, si le ve siempre 
gobernando hacia aquel rumbo, aunque vientos con-
trarios, vías de agua a bordo y falta de hombres y pro-
visiones a menudo le obligaran a torcer su curso por 
algún tiempo, mas para constantemente volver a él en 
cuanto los vientos, la mudanza del tiempo y otras cir-
cunstancias se lo consintieran.



84 | 

Capítulo XIX

De la disolución del gobierno

211. Quien quiera hablar con su tanto de claridad de 
la disolución del gobierno deberá distinguir, en primer 
lugar, entre la separación de la sociedad y la pura rup-
tura de aquél. Lo que constituyó la comunidad, y sacó 
a los hombres del suelto estado de naturaleza hacia 
una sociedad política, fue el acuerdo a que cada cual 
llegó con los demás para integrarse y obrar como un 
solo cuerpo, y así formar una república determinada. 
El usual y casi único modo por que tal unión se disuel-
ve es la irrupción de una fuerza extranjera vencedora. 
Porque en tal caso, no pudiendo ya ellos mantenerse 
y sustentarse como cuerpo entero e independiente, la 
unión a tal cuerpo concerniente, y cuyo ser fue, deberá 
naturalmente cesar, y por tanto volver cada cual al esta-
do en que antes se hallara, con libertad de movimien-
to y de procurar lo necesario a su seguridad, como lo 
entienda oportuno, en alguna otra sociedad política. 
Siempre que la sociedad sea disuelta es evidente que 
el gobierno de ella no ha de poder permanecer. Las 
espadas de los vencedores a menudo cercenan los 
gobiernos de raíz y hacen menuzas de las sociedades, 
separando a los súbditos o esparcida multitud de la 
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protección y aseguramiento en aquella sociedad que 
hubiera debido preservarles de la fuerza embravecida. 
Está el mundo demasiado informado y ya harto delan-
te de su historia para que sea menester decir más sobre 
este modo de disolución del gobierno; y no hará falta 
mucha argumentación para demostrar que, disuelta 
la sociedad, imposible es que el gobierno permanez-
ca, tan imposible como que subsista la fábrica de una 
casa cuando sus materiales fueron desparramados y re-
movidos por un torbellino o emburujados en confuso 
acervo por un terremoto.

212. Además de ese trastorno venido de fuera, sus 
modos hay de que los gobiernos puedan ser disueltos 
desde dentro:

Primero. Por alteración del legislativo. Consis-
tiendo la sociedad civil en un estado de paz entre los 
que a ella pertenecieren, en quienes excluye el estado 
de guerra el poder arbitral establecido en el legislativo 
para extinguir todas las diferencias que puedan surgir 
entre cualesquiera de ellos, será en el legislativo donde 
los miembros de una comunidad política estén unidos 
y conjuntos en un coherente ser vivo. Esta es el alma 
que da forma, vida y unidad a la comunidad política; 
por donde los diversos miembros gozan de mutua in-
fluencia, simpatía y conexión; de suerte que, al ser que-
brantado o disuelto el legislativo, síguense la disolución 
y la muerte. Porque la esencia y unión de la sociedad 
consiste en tener una voluntad; y el legislativo, una vez 
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establecido por la mayoría, vale por la declaración y, 
por decirlo así, el mantenimiento de la voluntad predi-
cha. La constitución del legislativo es el acto primero y 
fundamental de la sociedad, mediante el cual se provee 
a la continuación de los vínculos de ella bajo dirección 
de personas y límites de leyes, a cargo de gentes para 
ello autorizadas, por consentimiento y designación del 
pueblo, sin el cual ningún hombre o número de éstos 
podrá tener allí autoridad de hacer leyes obligatorias 
para los demás. Cuando uno cualquiera, o varios, por 
su cuenta hagan leyes sin que el pueblo para tal oficio 
les hubiere nombrado, serán éstas sin autoridad, y que 
el pueblo no estará, pues, obligado a obedecer. Por tal 
medio, entonces, viene éste de nuevo a hallarse fuera de 
sujeción, y puede constituir para sí un nuevo legislativo, 
como mejor le plazca, en plena libertad para resistir la 
fuerza de quienes, sin autoridad, busquen imponerles 
cualesquiera medidas. Cada cual se hallará a la disposi-
ción de su albedrío propio cuando los que tengan, por 
delegación de la sociedad, la declaración de la voluntad 
pública a su cargo, queden de aquélla excluidos, y otros 
usurpen su lugar sin autoridad o delegación para ello.

213. Siendo lo que antecede comúnmente causado 
en la comunidad política por quienes abusan del poder 
que en ella les compete, difícil será considerar tal hecho 
correctamente y discernir a quién corresponda la culpa, 
sin saber la forma de gobierno en que acaece. Suponga-
mos, pues que el legislativo se halle en la coincidencia 
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de tres distintas personas: primero, una sola persona 
hereditaria, con poder ejecutivo supremo y constante, 
y asimismo con el de convocar y disolver las otras dos 
dentro de ciertos periodos de tiempo; segundo, una 
asamblea de nobleza hereditaria; tercero, una asamblea 
de representantes escogidos, pro tempore, por el pueblo. 
Supuesta dicha forma de gobierno, será evidente:

214. Primero, que cuando esa persona única o 
príncipe establezca su voluntad arbitraria en vez de las 
leyes, que son voluntad de la sociedad declarada por el 
legislativo, sufrirá el legislativo mudanza. Porque sien-
do éste, en efecto, el legislador cuyas normas y leyes son 
llevadas a ejecución, y requieren obediencia, apenas 
otras leyes sean instauradas y otras normas alegadas e 
impuestas, ajenas todas a lo que el legislativo constitui-
do por la sociedad promulgara, es evidente que habrá 
mudanza en el legislativo. Quienquiera que introduzca 
nuevas leyes, sin estar para ello autorizado por funda-
mental designación de la sociedad, o acaso subvirtiere 
las antiguas, desconoce y derriba el poder que las hicie-
ra, y establece así un legislativo nuevo.

215. Segundo, si estorba el príncipe al legislativo 
que se congrega a su debido tiempo, o se consagra li-
bremente a su labor, en seguimiento de los fines por 
que fue constituido, habrá en el legislativo mudanza. 
Porque no consiste el legislativo en cierto número de 
hombres, no, ni en su reunión, como no gocen además 
de libertad para debatir y de tiempo para reflexionar lo 
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que al bien de la sociedad convenga. Si libertad y tiem-
po son arrebatados, o alterados, de suerte que se prive a 
la sociedad del debido ejercicio del poder de aquéllos, 
el legislativo sufrirá verdadera alteración. Pues no son 
los nombres los que constituyen los gobiernos, sino el 
uso y ejercicio de los poderes que se discurrió les acom-
pañaran; de modo que quien arrebata la libertad, o es-
torba la labor del legislativo en sus debidos periodos, 
despoja en efecto el legislativo y pone fin al gobierno.

216. Tercero, que cuando por el poder arbitrario 
del príncipe los electores o modos de elección fueran 
alterados sin el consentimiento del pueblo y adversa-
mente al interés común, también el legislativo será 
alterado. Porque si escogiere a otros distintos de los 
autorizados por la sociedad, o de otro modo que el 
prescrito por ella, los escogidos no constituirán el le-
gislativo nombrado por el pueblo.

217. Cuarto, que también la entrega del pueblo a la 
sujeción de un poder extranjero, ya por el príncipe, ya 
por el legislativo, es ciertamente cambio del legislati-
vo y disolución del gobierno. Porque habiendo sido fin 
de las gentes al entrar en sociedad la preservación de 
una sociedad libre y entera, gobernada por sus propias 
leyes, se pierde aquél en cuanto se encuentren abando-
nados a un poder extraño.

218. Evidente es la causa, en una constitución del 
estilo dicho, de que la disolución del gobierno en los 
casos mencionados deba ser imputada al príncipe, por-
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que disponiendo él de la fuerza, tesoro y departamentos 
del Estado en su ejercicio, y aun muchas veces persua-
diéndose él mismo, u oyendo en lisonjas de otros, que, 
como supremo magistrado, no ha de poder ser inter-
venido, sólo él estará en condición de efectuar grandes 
avances en la senda de tales mudanzas, bajo el pretexto 
de la autoridad legal, y tendrá en su mano aterrorizar o 
suprimir a los adversarios como facciosos, sediciosos y 
enemigos del gobierno, mientras que ninguna otra par-
te del legislativo o pueblo ha de ser por sí misma capaz 
de intentar ninguna alteración del legislativo sin rebe-
lión abierta y visible, harto susceptible de saltar a la vis-
ta y que cuando prevaleciere, determinaría efectos muy 
poco distintos del de una conquista extranjera. Ade-
más, asistiendo al príncipe, en tal forma de gobierno, el 
poder de disolver las dos restantes partes del legislativo, 
y por tanto de convertirlas en gentes particulares, jamás 
pudieran éstas, en oposición a él o sin su concurso, alte-
rar el legislativo por una ley, por ser el consentimiento 
de aquél necesario para dar a cualesquiera decretos de 
ellas su sanción. Pero en cuanto contribuyan en algún 
modo las demás partes del legislativo a cualquier inten-
to contra el gobierno, y ya promuevan, ya no estorba-
ran, como pudieran, tales propósitos, culpables serán y 
participantes en ese delito, que es ciertamente el mayor 
de que puedan hacerse reos unos hombres hacia otros.

219. Hay otro modo de disolverse un gobierno, y es 
el siguiente: Cuando aquel en quien reside el supremo 
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poder ejecutivo descuida y abandona ese cometido, de 
suerte que las ya hechas leyes no puedan ser puestas en 
ejecución, ello viene a ser demostrablemente reducción 
total a la anarquía; y así, en efecto, disuelve el gobierno. 
Porque no hechas las leyes como declaraciones en sí, 
mas para ser, por su ejecución, vínculos sociales que 
conserven cada parte del cuerpo político en su debido 
lugar y empeño, cuando aquella totalmente cesare, el 
gobierno visiblemente terminará, trocándose el pueblo 
en confusa muchedumbre sin orden ni conexión. Don-
de ya no exista administración de justicia para el ase-
guramiento de los derechos de cada cual, ni ninguno 
de los restantes poderes sobre la comunidad para direc-
ción de su fuerza o cuidado de las necesidades públicas, 
no quedará ciertamente gobierno. Cuando no pudieren 
ser ejecutadas las leyes será como si no las hubiere; y un 
gobierno sin leyes es, a lo que entiendo, un misterio de 
la vida política inasequible a la capacidad del hombre, e 
incompatible con la sociedad humana.

220. En estos y parecidos casos, cuando el gobierno 
fuera disuelto, el pueblo se hallará en libertad de pro-
veer para sí, erigiendo nuevo legislativo que del antiguo 
difiera por el cambio de personas, o la forma, o ambas 
cosas, como mejor lo entienda para su seguridad y su 
bien. Porque no puede jamás, por falta ajena, perder su 
nativo y original derecho a preservarse a sí mismo, lo 
que sólo ha de alcanzar por un legislativo estable y por 
la justa e imparcial ejecución de las leyes a él debidas. 
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Mas no es el estado de la humanidad tan desvalido que 
sólo deba suponérsela capaz de emplear tal remedio 
cuando sea demasiado lo andado para buscar alguno. 
Decir al pueblo que puede proveer para sí erigiendo un 
nuevo legislativo, cuando ya por la opresión, artificio, 
o entrega a un poder extranjero desapareció el antiguo, 
equivaldría a decirle que vendrá el alivio cuando sea 
demasiado tarde, e incurable el mal. No montaría ello 
más, en efecto, que a encargarles que sean primero es-
clavos y luego se preocupen de su libertad, y decirles, 
cuando lleven carga de cadenas, que bien pueden obrar 
como hombres libres. Eso, como de aquí no pase, más 
es burla que remedio; y los hombres jamás podrán ase-
gurarse contra la tiranía si no hubiera medio de poner-
se a salvo antes que su dominio sea perfecto; y por lo 
tanto, no sólo asistirá a las gentes el derecho a salir de 
ella, sino también a impedir que se produzca.

221. Hay, pues, en segundo lugar, otro modo de 
disolución de los gobiernos: la acción del legislativo 
o del príncipe, cualquiera de los dos contrario al de-
pósito de confianza de que gozan, por leyes contra tal 
confianza, cuando se propusieren invadir la propiedad 
de los súbditos, y hacerse ellos, o cualquier parte de la 
comunidad, señores o dueños arbitrarios de las vidas, 
libertades o fortunas de las gentes.

222. La razón de entrar los hombres en régimen 
social es la preservación de su propiedad; y su fin al 
escoger y autorizar un legislativo, que se hagan leyes y 
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establezcan medidas, como guardas y valladares de las 
propiedades de toda la sociedad, para limitar y mode-
rar el dominio de cada parte y miembro de ella. Porque 
supuesto que jamás haya de ser tenido por albedrío so-
cial que pueda el legislativo destruir lo que cada cual se 
proponía asegurar a su entrada en la sociedad, y a cuyo 
fin el pueblo se sometiera por sí mismo a legisladores 
de su hechura, siempre que los legisladores intentaren 
arrebatar y destruir la propiedad de las gentes, o redu-
cirles a esclavitud bajo el poder arbitrario, pondrán-
se en estado de guerra con el pueblo, quien se hallará 
en aquel punto absuelto de toda ulterior obediencia, y 
quedará abandonado al común refugio procurado por 
Dios a todos los hombres contra la fuerza y la violencia. 
Siempre, pues, que el legislativo transgrediere esta nor-
ma fundamental de la sociedad, ya fuera por ambición, 
temor, locura o corrupción, e intentare aferrar para sí o 
poner en manos de quienquiera que fuera el poder ab-
soluto sobre las vidas, libertades y haciendas de las gen-
tes, por tal violación de confianza perderá todo derecho 
a aquel poder que el pueblo dejara en sus manos para 
fines totalmente opuestos: el cual retorna al pueblo, y 
éste cobra el derecho de reasumir su libertad primera 
y, mediante el establecimiento de un nuevo legislativo 
(del estilo que juzgue oportuno), proveer a su sosiego 
y seguridad, que es el fin que a entrar en régimen social 
indujera a todos. Lo que dije tocante al legislativo en 
general, es también cierto por lo que se refiere al sumo 
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ejecutivo, quien gozando de un doble depósito de con-
fianza, uno referente a su parte en el legislativo y otro 
en lo que concierne a la ejecución de la ley, obra contra 
ambos cuando emprende la instauración de su voluntad 
arbitraria como ley de la sociedad. Obra también con-
trariamente a aquel depósito de confianza cuando se 
sirve de la fuerza, tesoro y departamentos de la sociedad 
para corromper a los representantes y ganarles como va-
ledores de sus fines, y manifiestamente compromete de 
antemano a los electores e impone a su elección al per-
suadido al logro de sus particulares fines, por solicita-
ciones, amenazas, promesas u otra inducción cualquie-
ra, y les emplea para conseguir el buen éxito de quienes 
hicieron promesa anticipada de lo que irían a votar y a 
promulgar. Gobernar así a candidatos y electores, con 
ese nuevo molde de procedimiento electoral, ¿será algo 
distinto de cercenar al gobierno de raíz y emponzoñar el 
venero cierto de la seguridad pública? Porque si el pue-
blo se reservó la elección de sus representantes como 
valladar de su propiedad, lo hizo por el solo fin de que 
éstos fueran siempre libremente escogidos; y, con esta 
libertad designados, libremente obraran y aconsejaran 
sobre las necesidades de la comunidad política y el bien 
público, según después de examen y maduro debate se 
entendiera que requieren ellos. Y esto no podrán hacer 
quienes hubieren dado sus votos antes de oír el debate y 
sopesar las razones de cada lado. Preparar una asamblea 
de ese tenor e intentar establecer a declarados cómpli-
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ces, por su propia voluntad, como verdaderos represen-
tantes del pueblo y legisladores de la república es, sin 
duda, insuperable violación de confianza, y declaración 
perfecta del propósito de subvertir el gobierno. Y si 
a ello se añadieren las recompensas y castigos visible-
mente empleados con igual fin, y todas las artes que la 
ley pervertida utiliza para apartar y destruir cuanto se 
hallare al paso de tal propósito y no quisiere plegarse y 
consentir en la tradición de las libertades de su país, ya 
no cabrá duda sobre la naturaleza de la acción. Fácil es 
determinar qué poder convendrá que tuvieren en la so-
ciedad quienes así emplean el suyo opuestamente a la 
confianza que les acompañara en su institución primera, 
y nadie puede dejar de ver que el que una vez intentara 
acciones de esta especie no habrá ya de ser tenido por 
merecedor de crédito.

223. Acaso se arguya que hallándose el pueblo ig-
norante y en perfecto descontento, fundar el gobierno 
en la opinión inestable y humor incierto de las gentes, 
fuera exponerle a ruina cierta; y que ningún gobierno 
sería capaz de dilatada permanencia si el pueblo levan-
tara un nuevo legislativo cada vez que por el antiguo se 
sintiere agraviado. A eso respondo con la aseveración 
contraria. El pueblo no se desprende tan fácilmente 
de sus formas antiguas como algunos se complacen en 
sugerir. Cuesta harto convencerles de la necesidad de 
enmendar faltas notorias en la fábrica a que se hubie-
ren acostumbrado. Y si existieren defectos desde lo an-



ensayo sobre el gobierno civil   |   95     

tiguo, u otros adventicios introducidos por el tiempo o 
la corrupción, no será tan hacedera la reforma, aunque 
todo el mundo se diera cuenta de la ocasión que la fa-
cilitaría. Esta lentitud y aversión del pueblo a salirse de 
sus constituciones añejas ha sido advertida en este rei-
no en muchas revoluciones, de esta edad y otras ante-
riores, y todavía nos tiene asidos, o, tras algún intervalo 
de estéril prueba, volvió a asirnos a nuestro antiguo le-
gislativo compuesto de rey, lores y comunes; y a pesar 
de tanta excitación para que fuera quitada la corona a 
algunos de nuestros príncipes, jamás se consiguió que 
llegara el pueblo a confiarla a una línea distinta.

224. Pero se dirá que esta hipótesis suministra leva-
dura para frecuentes rebeliones. A ello he de responder:

Primero. Que no ha de procurarla más ella que otra 
ninguna. Porque cuando las gentes se ven sumidas en el 
infortunio y expuestas a los malos tratamientos del po-
der arbitrario, por más que proclamen a sus gobernan-
tes, todo lo ahincadamente que les venga en gana, hijos 
de Júpiter, y aunque fueran ellos sagrados y divinos, ba-
jados del cielo o por él autorizados, pregonados como 
el ser o cosa que se les antojare, acontecerá siempre lo 
mismo: el pueblo al que por lo común se trate dañosa-
mente y contra toda ley, estará dispuesto en cualquier 
ocasión a descargarse de la pesadumbre que en tal de-
masía le agobia. Deseará y buscará una oportunidad, 
que en las mudanzas, flaquezas y accidentes de los ne-
gocios humanos rara vez dilata ofrecerse. Corta será la 
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edad en este mundo de quien no haya visto ejemplos 
de ello en su tiempo; y harto poco habrá vivido quien 
no pueda alegar ejemplos de esta clase en toda clase de 
gobiernos de la tierra.

225. Segundo. Respondo que tales revoluciones 
no vienen en pos de cada torpe manejo de los negocios 
públicos. Grandes errores por parte de los gobernan-
tes, muchas leyes injustas e inconvenientes y todos los 
resbalones de la fragilidad humana, soportados serán 
por el pueblo sin motín ni murmullo. Pero si una larga 
cadena de abusos, prevaricaciones y artificios, conver-
giendo todos a lo mismo, alcanzan que el pueblo se en-
tere del propósito y no pueda dejar de percibir lo que 
por debajo cunde, y advierta adonde va a ir a parar, no 
será extraño que se levante e intente poner la autoridad 
en mano que le asegure los fines para los cuales fuera 
erigido el gobierno, y en cuya carencia, los antiguos 
nombres y formas especiosas no sólo distan mucho de 
ser mejores, sino que son harto más graves que el es-
tado de naturaleza o pura anarquía; los inconvenientes 
son en ambos casos igualmente grandes y allegados; 
pero el remedio en aquél es más arduo y remoto.

226. Tercero. Respondo que el poder que al pueblo 
asiste de proveer de nuevo para su seguridad median-
te un nuevo legislativo, cuando sus legisladores hayan 
obrado contrariamente a su depósito de confianza, in-
vadiendo la propiedad de aquél, es el mejor valladar 
contra la rebelión y el medio más probable para impe-
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dirla. Porque siendo la rebelión no precisamente opo-
sición a las personas sino a una autoridad, únicamente 
fundada ésta en constituciones y leyes de gobierno, 
aquellos, quienesquiera que sean, que por la fuerza 
irrumpan en ellas, y por la fuerza justifiquen la viola-
ción cometida, son propia y verdaderamente rebeldes. 
Pues dado que los hombres, al entrar en la sociedad y 
régimen civil, excluyeron la fuerza e introdujeron le-
yes para la preservación de la propiedad, paz y unidad 
entre sí, quienes erigieren de nuevo la fuerza opuesta-
mente a las leyes, incurrirán en el rebellare, que quiere 
decir volver al estado de guerra, y serán propiamente 
rebeldes; y para los que estuvieren en el poder, con sus 
pretensiones de autoridad, la tentación de la fuerza en 
sus manos y la probable lisonja de cuantos les rodeen, 
el mejor modo de evitar el mal estará en mostrarles el 
peligro e injusticia de aquello en que se sienten instiga-
dísimos a precipitarse.

227. En ambos casos antedichos, ya el de cambio 
en el legislativo, o de acción de los legisladores contra-
ria al fin por que fueron establecidos, los culpables son 
reos de rebelión. Porque si alguien por la fuerza deja 
de lado al legislativo establecido en cualquier socie-
dad, y las leyes por él hechas de acuerdo con su depó-
sito de confianza, apartado habrá el poder de arbitraje 
que convinieron todos para decisión pacífica de sus 
controversias y freno al estado de guerra entre ellos. 
Quienes renuevan o cambien el legislativo apartarán 
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ese poder decisivo, que en ninguno puede residir más 
que por designación y consentimiento del pueblo; y así 
pues, al destruir la autoridad que el pueblo creó y que 
nadie más puede establecer, e introducir un poder por 
el pueblo no autorizado, lo que en efecto introduce es 
un estado de guerra, que es el de fuerza sin autoridad; 
de suerte que al remover el legislativo por la sociedad 
instaurado, a cuyas decisiones el pueblo se apegaba y 
unía como a las de su propio albedrío, desatan el nudo 
y nuevamente exponen al pueblo al estado de guerra. Y 
si quienes por la fuerza desechan el legislativo son re-
beldes, los mismos legisladores, como se ha visto, no 
serán menos tenidos por tales cuando ellos, estableci-
dos para la protección y preservación del pueblo, sus 
libertades y propiedades, por fuerza las invadan y quie-
ran derrocar; por lo que al ponerse en estado de guerra 
contra quienes les elevaran a protectores y guardianes 
de la paz, serán propiamente, y con la peor agravación 
imaginable, rebellantes, rebeldes.

228. Pero si los que dicen que tal doctrina es funda-
mento de rebelión quisieran dar a entender que tal vez 
ocasionara guerras civiles o intestinos hervores decir al 
pueblo que se tenga por suelto de su obediencia cuan-
do se produjeren ilegales acometidas contra sus liberta-
des o propiedades, y que podrá oponerse a la violencia 
ilegal de quienes fueron sus magistrados si éstos sus 
propiedades invadieren, contrariamente a la confianza 
depositada en ellos; y que, por lo tanto, no deberá ser 
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tal doctrina consentida, por destructora de la paz del 
mundo, bien pudieran decir entonces, con igual funda-
mento, que los hombres de bien no podrán oponerse a 
los salteadores o piratas, pues de ello se siguiera acaso 
desorden o matanza. Si algún daño en tales casos ocu-
rriere, no convendrá cargarle a quien su propio derecho 
proteja, sino al invasor del de su vecino. Y quisiera yo 
que se considerara, supuesto que el inocente hombre 
de bien se viera obligado a abandonar cuanto posee, por 
amor de la paz, a quien sobre él pusiere mano violenta, 
qué clase de paz hubiera en el mundo, si la compusieran 
pura violencia y rapiña y la mantuviera el solo provecho 
de bandidos y opresores. ¿Quién no tuviera por notable 
aquella paz entre el poderoso y el mezquino según la 
cual la oveja, sin resistencia, alzare la garganta a que el 
imperioso lobo se la despedazara? El antro de Polifemo 
nos ofrece acabadísimo dechado de tal paz. Gobierno 
fue aquél en que Ulises y sus compañeros no debían 
hacerse a más menester que al de sufrir apaciblemente 
que les devoraran. Y no cabe duda que Ulises, como va-
rón avisado, les predicaría la obediencia pasiva y les ex-
hortaría a tranquila sumisión, representándoles cuánto 
importaba la paz a la humanidad, y mostrándoles cada 
inconveniente acaecedero si ofrecían resistencia a Poli-
femo, que a la sazón les señoreaba.

229. No hay más fin del gobierno que el bien de la 
humanidad; y ¿qué ha de ser mejor para ella: que el pue-
blo se halle expuesto incesantemente a la desenfrenada 
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voluntad de la tiranía, o que los gobernantes se expu-
sieren a la oposición, por exorbitantes en el uso de su 
poder y empleo de éste para la destrucción, en vez de 
preservación, de las propiedades de su pueblo?

230. Y nadie diga que de ello vayan a nacer daños 
tan a menudo como se antojare a un espíritu intrigante 
o turbulento desear la alteración del gobierno. Verdad 
es que tales hombres podrán agitarse a su capricho, 
pero ello no será más que para su justa ruina y perdi-
ción. Porque hasta que el daño se hagan general, y los 
malos designios de los gobernantes resulten visibles, o 
perceptibles sus intentos, para la mayor parte, el pue-
blo, más dispuesto a sufrir que a enderezar el entuer-
to por la resistencia, habrá de permanecer en sosiego. 
Los ejemplos de injusticias particulares u opresión, 
en tal o cual lugar, de un desdichado, no le mueven. 
Pero si invade a las gentes la persuasión, fundada en 
prueba manifiesta, de que se traman designios contra 
sus libertades, y ya el curso y tendencia general de los 
eventos no pudiera darles sino graves sospechas de la 
dañada intención de sus gobernantes, ¿sobre quién 
habrá de recaer la censura? ¿Y quién habrá de poder 
remediarlo si éstos, en cuyas manos estuvo evitar que 
se suscitara, dan ocasión a tal sospecha? ¿Habrá que 
recriminar a las gentes porque tengan seso en cali-
dad de criaturas racionales, y no puedan pensar sobre 
las cosas más que como las tengan y sientan? ¿Y no 
será la culpa de quien dispuso de tal suerte las cosas, 
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mejor que de aquellos que no hubieran querido de-
ber juzgarlas en tal estado? Concedo que la soberbia, 
ambición y turbulencia de particulares promovieron 
a veces grandes desórdenes en las repúblicas, y hartas 
facciones han sido fatales a estados y reinos. Pero dejo 
a la historia imparcial el esclarecimiento de si el daño 
empezó las más de las veces en el desenfreno popular 
y el deseo de sacudirse la autoridad legítima de sus 
gobernantes, o en la insolencia de éstos y sus intentos 
para conseguir y ejercer un poder arbitrario sobre su 
pueblo. Seguro estoy de que cualquiera, gobernante 
o súbdito, que por fuerza emprendiera invadir los de-
rechos de príncipe o pueblo, y preparara el derroca-
miento de la constitución y máquina de cualquier go-
bierno justo, será culpable del mayor crimen que, a mi 
juicio, pueda cometer el hombre, y deberá responder 
por todo el estrago de sangre, rapiña y desolación que 
al hacer añicos un gobierno se causa al país; y quien 
tal hiciere, con justicia es estimado enemigo común y 
peste de la humanidad, y en conformidad con tal jui-
cio habrá de ser tratado.

231. Convienen todos en que súbditos o extranje-
ros que atentaren por la fuerza contra las propiedades 
de cualquier gente, por la fuerza podrán ser resistidos; 
mas recientemente fue negado que pudieran serlo ma-
gistrados que lo propio hicieran; como si quienes gozan 
por ley los mayores privilegios y ventajas, cobraran por 
ello el poder de romper aquellas leyes por cuyo único 
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valimiento se hallan en mejor lugar que sus hermanos, 
siendo así que su ofensa es por ello mayor: tanto por su 
ingratitud tras haberles concedido la ley la mayor parte, 
como por la violación de la confianza que sus herma-
nos depositaran en ellos.

232. Quien sea que use la fuerza sin derecho —
como hace en la sociedad civil todo el que la use fuera 
de la ley— se pondrá en estado de guerra con aquellos 
a quienes dirigiera su uso, y en tal estado cancelados 
quedan todos los vínculos anteriores, y cada cual tiene 
derecho a defenderse a sí mismo y a resistir al agresor. 
Ello es tan evidente que el propio Barclay —ese mante-
nedor sumo del poder y carácter sagrado de los reyes— 
se ve obligado a confesar que es lícito que el pueblo en 
algunos casos resista a su rey; y lo hace, precisamente, 
en un capítulo en que pretende demostrar que veda la 
ley divina al pueblo toda especie de rebelión. Por lo cual 
resulta evidente, aun según su misma doctrina, que si 
el pueblo puede en ciertos casos resistir, no será rebe-
lión toda resistencia al príncipe. Éstas son sus palabras: 
“Quod siquis dicat, Ergone populus tyrannicae crudeli-
tati et furori jugulum semper praebebit? Ergone multi-
tudo civitates suas fame, ferro et flammá vastari, seque, 
conjuges, et liberos fortunae ludibrio et tyranni libidini 
exponi, inque omnia vitae pericula omnesque miserias 
et molestias à rege deduci patientur? Num illis quod 
omni animantium generi est à naturâ tributum, dene-
gari debet, ut sc. vim vi repellant, seseque ad injurià 
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tueantur? Huic breviter responsum sit, populo universo 
negari defensionem, quae, juris naturalis est, neque ul-
tionem quae praeter naturam est adversus regem conce-
di debere. Quapropter si rex in singulares tantum perso-
nas aliquot privatum odium exerceat, sed corpus etiam 
reipublicae, cujus ipse caput est —i. e., totum populum, 
vel insignem aliquam ejus partem immani et intoleran-
dâ saevitiá tyrannide divexet; populo, quidem hoc casu 
resistendi ac tuendi se ab injurià potestas competit, sed 
tuendi se tantum, nom enim in principem invadendi: 
et restituendae injuriae illatae, non recedendi à debitá 
reverentiâ propter acceptum injuriam. Praesentem de-
nique impetum propulsandi non vim praeteritam ulcis-
cendi jus habet. Horum enim, alterum à naturâ est, ut 
vitam scilicet corpusque tueamur. Alterum vero contra 
naturam, ut inferior de superiori supplicium sumat. 
Quod itaque populus malum, antequam factum sit, im-
pedire potest, ne fiat, id postquam factum est, in regem 
authorem sceleris vindicare non potest, populus igitur 
hoc ampliùs quam privatus quispiam habet: Quod huic, 
vel ipsis adversariis judicibus, excepto Buchanano, nu-
llum nisi in patientia remedium superest. Cum ille si 
intolerabilis tyrannis est (modicum enim ferre omnino 
debet) resistere cum reverentiá possit.” —Barclay, Con-
tra Monarchomachos, lib. III, cap. 8.

Lo que traducido, dice así:
233. “Mas si alguno dijere: ¿Deberá siempre el 

pueblo permanecer expuesto a la verdad y furor de 
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la tiranía; deberá ver devastadas sus ciudades por el 
hambre, el hierro y las llamas, y a sus esposas e hijos 
expuestos a la lujuria y ludibrio del tirano, y a sí mis-
mo y a sus familias reducidos por su rey a la ruina y 
a todas las miserias de la necesidad y la opresión: y 
con todo permanecer quedos? ¿Estará vedado sólo a 
los hombres el común privilegio de oponer la fuerza 
a la fuerza, que la naturaleza tan liberalmente concede 
a todas las demás criaturas para su preservación del 
daño? Respondo que la defensa propia, parte es de la 
ley de naturaleza; y no podrá ser negada a la comuni-
dad ni contra el mismo rey; mas, vengarse de él, en 
modo alguno le será permitido, por no ser a tal ley 
conforme. Así pues, si el rey mostrare odio no sólo 
a algunos particulares, sino empeñándose contra el 
cuerpo de la comunidad política, de la que es cabe-
za, y con mal trato intolerable tiranizare cruelmente a 
todas, o considerable parte de sus gentes, en tal caso 
tendrá el pueblo derecho de resistir y defenderse del 
daño, mas habrá de ser con la caución de que tan sólo 
se defiendan a sí mismos, pero a su príncipe no ata-
quen. Reparar pueden los daños sufridos, mas no de-
berán, bajo provocación alguna, exceder los límites de 
la debida reverencia y respeto. Rechazar podrán el ac-
tual intento, mas no vengar pasada violencias. Porque 
es natural en nosotros defender vida y miembros; mas 
que un inferior castigare a un superior, cosa fuera con-
tra naturaleza. Podrá el pueblo impedir, antes de que 



ensayo sobre el gobierno civil   |   105     

llegare a ejecución el daño contra él planeado, pero 
una vez fuera llevado a cabo no deberá vengarlo en el 
rey aunque fuera autor del crimen. Éste es, pues, el pri-
vilegio del pueblo en general sobre lo que a cualquier 
particular correspondiere: Que a los particulares sólo 
se asigna por nuestros mismo adversarios (con la sola 
excepción de Buchanan) la paciencia por remedio, 
pero el cuerpo popular puede, con reverencia, hacer 
oposición a la tiranía intolerable, pues cuando es sólo 
moderada deberán soportarla.”

234. Hasta tal punto el gran abogado del poder 
monárquico permite la resistencia.

235. Cierto es que le supone dos limitaciones, sin 
objeto práctico:

Primero. Dice que deberá ser con reverencia. 
Segundo. Deberá ser sin retribución o castigo, y la 

razón que da es “que un inferior no puede castigar a un 
superior”.

Primero. Cómo logra resistirse a la fuerza sin atacar 
uno a su vez, o cómo puede atacar con reverencia, cosas 
son que requeriría no poca habilidad para su trueque en 
inteligibles. Quien se opusiere a una acometida con su 
solo escudo para recibir los golpes, o en cualquier otra 
posición más respetuosa, sin una espada en la mano 
para abatir la confianza y fuerza del agresor no tardaría 
en llegar a la postre de su resistencia y en descubrir que 
tal defensa no sirve más que para ganarse el trato más 
acerbo. Éste es modo de resistencia tan ridículo como 
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el de lucha discurrido por Juvenal: Ubit tu pulsas, ego 
vapulo tantum. Y el desenlace del combate será inevita-
blemente el mismo por él descrito:

Libertas pauperis haec est;
Pulsatus rogat, pugnis concisus, adorat,
Ut liceat paucis cum dentibus inde reverti.

Tal será siempre el resultado de esa resistencia ima-
ginaria en que los hombres no devolvieran golpe por 
golpe. Así que quien pueda resistir deberá verse auto-
rizado a dar recio. Y dejemos que nuestro autor, u otro 
cualquiera, admita un coscorrón en la cabeza o un corte 
en la cara, con toda la reverencia y respeto que le parezca 
del caso. Quien consiga reconciliar golpes y reverencia 
bien podría, a lo que entiendo, recibir por sus trabajos 
una respetuosa, urbana tunda en cuanto se ponga a tiro. 

Segundo. En cuanto a su opinión de que “un inferior 
no puede castigar a un superior”, esto, avalando en gene-
ral, es verdad: se entiende, mientras el superior lo fuera 
efectivamente. Pero la resistencia de fuerza contra fuer-
za es estado de guerra que nivela a las partes, y cancela 
toda antigua relación de reverencia, respeto y superiori-
dad; siendo ya la única diferencia: que el que se opone al 
agresor injusto tiene sobre él superioridad, y el derecho, 
cuando prevalezca, de castigar al ofensor, a la vez por la 
violación de la paz y todos los males a ella consecutivos. 
Barclay, más coherentemente, pues, consigo mismo, en 
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otro lugar niega que sea lícito resistir al rey en cualquier 
caso. Pero el siguiente pasaje señala dos casos por los que 
el rey puede perder la realeza. Son éstas sus palabras: 

“Quid ergo, nulline casus incidere possunt quipus 
populo sese erigere atque in regem impotentius domi-
nantem arma capere et invadere jure suo suâque au-
thoritate liceat? Nulli certe quamdiu rex manet. Sem-
per enim ex divinis id obstat, Regem honorificato, et 
qui potestati resistit, Dei ordinationi resistit; nos aliàs 
igitur in eum populo potestas est Quam si id commit-
tat procter quod ipso jure rex esse desinat. Tunc enim 
se ipse principatu exuit atque in privatis constituit li-
ber; hoc modo populus et superior efficitur, reverso ad 
eum scilicet jure illo quod ante regem inauguratum in 
interregno habuit. At sunt paucorum generum com-
missa ejusmodi quae hunc affectum pariunt. At ego 
cum plurima animo perlustrem, duo tantum invenio, 
duos, inquam, casus quipus rex ipso facto ex rege non 
regem se facit et omni honore et dignitate regali atque 
in subditos potestate destituit; quorum etiam memi-
nit Winzerus. Horum unus est, si regnum disperdat, 
quemadmodum de Nerone fertur, quod is nempe se-
natum populumque Romanum atque adeo urbem ip-
sam ferro flamaque vastare, ac novas sibi sedes quaere-
re decrevisset. Et de Caligula, quod palam denunciarit 
se neque civem neque principem senatui amplius fore, 
inque animo habuerit, interempto utriusque ordinis 
electissimo, quoque Alexandriam commigrare, ac ut 
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populum uno ictu interimeret, unam ei cervicem op-
tavit. Talia cum rex aliquis meditatur et molitur serio, 
omnem regnandi curam et animum ilico abjicit, ac 
proinde imperium in subditos amittit, ut dominus ser-
vi pro derelicto habiti, dominium.

236. “Alter casus est, si rex in alicujus clientelam se 
contulit, ac regnum quod liberum à majoribus et po-
pulo traditum accepit, alienae ditioni mancipavit. Nam 
tunc quamvis forte non eâ mente id agit populo plane 
ut incommodet; tamen quia quod praecipuum est re-
giae dignitatis amisit, ut summus scilicet in regno se-
cundum Deum sit, et solo Deo inferior, atque populum 
etiam totum ignorantem vel invitum, cujus libertatem 
sartam et tectam conservare debuit, in alterius gentis 
ditionem et potestatem dedidit, hâc velut quadam ren-
gi abalienatione effecit, ut nec quod ipse in regno impe-
rium habuit retineat, nec in eum cui collatum voluit, ju-
ris quiequam transferat, atque ita eo facto liberum jam 
et suae potestatis populum relinquit, cujus rei exem-
plum unum annales Scotici suppeditant.” —Barclay, 
Contra Monarchomachos, lib. III, cap. 16.

Lo que puede ser traducido así:
237. “¿No habrá, pues, caso en que el pueblo pue-

da por derecho, y mediante su propia autoridad, valer-
se, tomar las armas y prevalecer sobre su rey cuando 
éste imperiosamente les tiranizare? Ninguno, mientras 
permaneciere rey. Honrad al rey y quien resiste al poder 
resiste a la ordenación de Dios, oráculos divinos son que 
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jamás han de permitirlo. El pueblo, por tanto, jamás 
alcanzará sobrepujar su poder salvo en el caso de que 
el rey hiciere algo por lo que dejara de serlo; porque 
si se despojare de su corona y dignidad, y volviera al 
estado de persona particular, y el pueblo se convirtiera 
en libre y superior, el poder de que gozaron en el in-
terregno, antes de que por rey le coronaran, otra vez a 
manos de ellos volviera. Son empero muy raros los ex-
travíos que pueden dar lugar a este curso del negocio. 
Después de considerarlo bien por toda faceta, dos se 
me ocurren exclusivamente. Dos casos hay, digo, me-
diante los cuales un rey, ipso facto, deja de serlo y pier-
de todo poder y autoridad eminente sobre su pueblo: 
los mismos son también considerados por Winzerus. 
Acaece el primero si él intentare derribar el gobierno, 
esto es, si tuviere el propósito de arruinar su reino, 
como se cuenta de Nerón que había decidido destruir 
el senado y pueblo de Roma, y devastar la ciudad por 
el fuego y la espada, para luego trasladarla a algún nue-
vo paraje; y de Calígula, quien abiertamente declaró 
que no iba a ser más cabeza del pueblo o senado, y que 
abrigaba el pensamiento de acabar con los más ejem-
plares varones de ambos rangos, y después retirarse a 
Alejandría, y que deseaba que el pueblo no tuviera más 
que un cuello, con lo que a todos despacharía de un 
golpe. Designios tales, mueven al rey en cuya mente 
anidan y que seriamente los fomente, a abandonar al 
punto todo pensamiento y cuidado de la república y, 
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por lo tanto, pierde su derecho al poder de gobernar a 
sus súbditos, como dueño pierde su dominio sobre los 
esclavos a quienes abandonare.”

238. “Acaece el otro caso cuando un rey a otro se 
somete, y sujeta su reino, herencia de sus pasados, pues-
to libremente por el pueblo en sus manos, al dominio 
ajeno. Porque aunque tal vez puede no abrigar la inten-
ción de perjudicar al pueblo, con todo, por haber perdi-
do mediante ello la principal parte de su dignidad real, 
esto es, su condición de próximo e inmediatamente in-
ferior a Dios, supremo en su reino, y también por haber 
traicionado o forzado a su pueblo, cuya libertad hubiera 
debido conservar esmeradamente, al dejar que por una 
nación extranjera fuera señoreado, por ésta, como si di-
jéramos, enajenación de su reino, perderá el poder que 
en él antes tuviera, sin transferir en un ápice derecho a 
aquellos a quienes le hubiera librado; de suerte que por 
tal acto deja al pueblo en libertad y a su propia disposi-
ción. Se halla un ejemplo de ello en los anales escoceses.”

239. En esos casos, Barclay, el gran campeón de la 
monarquía absoluta, se ve obligado a reconocer que 
cabe resistir a un rey y puede éste perder la realeza. 
Lo que significa, reduciéndolo, para no multiplicar los 
casos, a fórmula breve, que no lo que obrare sin auto-
ridad, dejará de ser rey y podrá ser resistido: porque 
en cuanto cese la autoridad, cesará igualmente el rey, 
convirtiéndose en parejo a los demás hombres que 
de autoridad carecen. Y los dos casos que cita difieren 
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poco de los arriba mencionados, en cuanto al carácter 
de destructores de los gobiernos; sólo que omitió el 
principio de que emana su doctrina; y es la violación 
de confianza al no preservar la forma de gobierno con-
venida y al no proponerse el fin del gobierno en sí, que 
es el bien público y la preservación de la propiedad. 
Cuando un rey se hubiere destronado a sí mismo, y 
entrado en estado de guerra con su pueblo, ¿qué im-
pedirá a éste perseguir al que ya no es rey, como hicie-
ran con cualquier otro hombre que acometiera batallar 
contra ellos? Barclay y los de su opinión bien podrían 
decírnoslo. Bilson, obispo de nuestra iglesia, descolla-
damente porfiado en lo que toca al poder y prerrogati-
va de los príncipes, reconoce, si no me equivoco, en su 
tratado de la Sujeción cristiana que los príncipes podrán 
perder el derecho a su poder y el título a la obedien-
cia de sus súbditos. Y si fuera menester autoridad en 
caso en que el dictamen de la razón es tan notorio, po-
dría remitir a mi lector a Bracton, Fortescue, y al autor 
del Espejo, y otros escritores a quienes no cabe tener 
en sospecha de ignorantes de nuestro gobierno, o de 
enemigos de él. Pero estimé que el solo Hooker podía 
bastar para satisfacer a esa categoría de personas que, 
fiando en su parecer en cuanto al gobierno eclesiástico, 
por destino extraño se ven obligados a negar los prin-
cipios en que lo funda. Valdría más que consideraran 
los tales si están siendo en ello instrumento de artífices 
más astutos, para echar abajo su propia fábrica. Segu-
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ro estoy de que la política civil que ellos sustentan es 
tan nueva, tan peligrosa y tan destructora a la vez de 
gobernantes y pueblo, que así como anteriores edades 
no hubieran jamás soportado su primera mención, ca-
brá esperar que los venideros, rescatados de las impo-
siciones de esos contramaestres egipcios, aborrezcan 
la memoria de los aduladores serviles que mientras lo 
tuvieron por ventajoso resolvieron todo gobierno en 
tiranía absoluta, y hubieran querido que los hombres 
todos nacieran a lo que su espíritu mezquino les daba 
por aptos: la esclavitud.

240. Probable es que, a este punto llegados, se for-
mule la común pregunta: ¿Quién habrá de juzgar si el 
príncipe o el legislativo obraron contrariamente a su 
depósito de confianza? Porque tal vez hombres fac-
ciosos y de torpe inclinación podrán difundir entre el 
pueblo que así ocurra, cuando el príncipe sólo se valie-
re de su debida prerrogativa. A esto responderé que el 
pueblo será juez; porque ¿a quién incumbirá juzgar si 
su mandatario o diputado obra bien y según la confian-
za en él depositada, sino a quien le disputara y debió 
guardar, por haberle disputado, poder suficiente para 
deponerle si a la confianza faltare? Si ello es razonable 
en casos particulares de gentes privadas, ¿por qué ha-
bría de ocurrir diversamente en los de mayor momen-
to, que al bienestar de millones conciernen, y en que, 
además, el mal, de no ser prevenido, será mayor, y el 
enderezamiento harto difícil, caro y peligroso?
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241. Pero es más, la pregunta “¿Quién será juez?” 
no puede significar que no existe juez alguno. Porque 
donde falta judicatura en la tierra para decidir las con-
troversias entre los hombres, será juez el Dios de los 
cielos. Sólo Él, ciertamente, es juez de toda rectitud. 
Pero todo hombre es juez por sí mismo, y en cualquier 
caso lo propio que en éste, de si otro hombre hubie-
raentrado en guerra contra él, y si él hubiere de apelar 
al supremo Juez, como hiciera Jefté.

242. Si surge controversia entre un príncipe y al-
gunas de sus gentes en materia en que la ley esté tácita 
o dudosa, y el asunto fuera de gran monta, entiendo 
que el árbitro adecuado en tal caso sería el cuerpo po-
pular. En efecto, en los casos en que el príncipe goza 
de su depósito de confianza, y está exento de las co-
munes, ordinarias normas de la ley, si algunas gentes 
se hallaren vejadas, y entendieren que el príncipe obra 
contrariamente a dicho depósito de confianza o pasa 
más allá de sus términos, ¿quién tan adecuado para el 
juicio como el cuerpo popular (que en el comienzo 
otorgara aquel depósito de confianza) en lo tocante a 
la extensión que se hubieran propuesto darle? Pero si el 
príncipe, o quienquiera que esté en la administración, 
declinara ese modo de sentencia, ya sólo al cielo cabría 
apelar. La fuerza usada entre personas que no recono-
cen a un superior de la tierra, o que no consienten la 
apelación a un juez de este mundo, es propiamente un 
estado de guerra, en que sólo al cielo puede apelarse, 
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y en tal estado la parte agraviada deberá juzgar por sí 
misma cuando le convendrá hacer uso de tal apelación 
y obrar en consecuencia.

243. Para terminar. El poder que cada individuo
cedió a la sociedad al entrar en ella, jamás podrá rever-
tir a los individuos mientras la sociedad durare, mas 
permanecerá en la comunidad perennemente, porque 
sin ello no habría comunidad ni república, lo que fue-
ra contrario al convenio original; así pues cuando la 
sociedad hubiere situado el legislativo en cualquier 
asamblea de varones, para que en ellos y sus sucesores 
prosiguiera, con dirección y autoridad para el modo de 
determinación de tales sucesores, el legislativo jamás 
podrá revertir al pueblo mientras tal gobierno dure, 
pues habiendo establecido el legislativo con poder 
para continuar indefinidamente, le quitaron su poder 
político y no está en sus manos recobrarle. Pero si hu-
bieran fijado límites a la duración de ese legislativo, y 
dado por temporal este poder supremo en cualquier 
persona o asamblea; o bien cuando los extravíos de 
quienes se hallaran en autoridad, se la hicieran perder, 
por incumplimiento, ya ella a la sociedad habrá de re-
vertir, tras este incumplimiento de los gobernantes, 
o aquella establecida determinación de tiempo; e in-
cumbirá al pueblo el derecho de obrar como supremo,
y de continuar el legislativo por sí o darle nueva forma,
o pasarle a nuevas manos, como por más apto lo tenga.
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